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Resumen 

La crisis climática tensiona categorías centrales del Estado constitucional al exigir 

respuestas verificables frente a riesgos estructurales, acumulativos e irreversibles que 

afectan a derechos fundamentales. Este trabajo construye y justifica un marco 

constitucional operativo para el control judicial de metas climáticas y presupuestos de 

carbono estatales, capaz de articular la protección de derechos, la separación de poderes 

y la justicia intergeneracional mediante estándares verificables. A partir de un análisis 

doctrinal, una revisión de jurisprudencia comparada (Urgenda, Neubauer y 

KlimaSeniorinnen) y una síntesis propositiva, se desarrolla la Matriz de Control 

Constitucional del Presupuesto Climático (MCC-PC), herramienta que organiza el 

escrutinio en tres capas (evaluación material, evaluación procedimental y selección de 

remedios) y lo articula en torno a cuatro criterios: suficiencia, coherencia, no regresión e 

intergeneracionalidad. La validación piloto en las jurisdicciones alemana y neerlandesa 

confirma que la MCC-PC discrimina adecuadamente entre déficits de concreción 

temporal y déficits materiales graves, y que sus remedios resultan compatibles con la 

separación de poderes. El trabajo concluye examinando la transferibilidad de la matriz al 

contexto de la Unión Europea y de España, identificando un encaje favorable en la 

gobernanza climática europea y en la jurisdicción contencioso-administrativa española. 

Palabras clave: constitucionalismo climático, presupuesto de carbono, litigación 

climática, control judicial, suficiencia, intergeneracionalidad, MCC-PC, derechos 

fundamentales, separación de poderes, gobernanza climática. 
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Abstract 

The climate crisis challenges core categories of the constitutional state by demanding 

verifiable responses to structural, cumulative, and irreversible risks to fundamental rights. 

This thesis develops and justifies an operational constitutional framework for the judicial 

review of state climate targets and carbon budgets, designed to articulate the protection 

of rights, the separation of powers, and intergenerational justice through verifiable 

standards. Drawing on doctrinal analysis, comparative case law (Urgenda, Neubauer, and 

KlimaSeniorinnen), and a propositional synthesis, it introduces the Constitutional Control 

Matrix of the Climate Budget (MCC-PC), a tool that structures judicial scrutiny across 

three layers (material assessment, procedural assessment, and remedy selection) and four 

criteria: sufficiency, coherence, non-regression, and intergenerationality. Pilot validation 

in the German and Dutch jurisdictions confirms that the MCC-PC adequately 

distinguishes between temporal specification deficits and severe material deficits, and 

that its remedies are compatible with the separation of powers. The thesis concludes by 

examining the transferability of the matrix to the EU and Spanish contexts, identifying a 

favourable fit within European climate governance and Spanish administrative 

jurisdiction. 

Keywords: climate constitutionalism, carbon budget, climate litigation, judicial review, 

sufficiency, intergenerationality, MCC-PC, fundamental rights, separation of powers, 

climate governance. 
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1. Introducción   

El cambio climático, por su carácter acumulativo y su impacto transversal sobre derechos 

fundamentales, tensiona categorías centrales del Estado constitucional: el principio 

democrático, la separación de poderes y el diseño de garantías frente a riesgos 

estructurales de largo plazo. En este contexto, no basta con proclamar objetivos 

climáticos; resulta necesario disponer de criterios jurídicos claros para evaluar si las 

políticas públicas ofrecen un nivel mínimo de protección efectivo y verificable, y para 

identificar cuándo la insuficiencia deja de ser una opción política discutible y pasa a 

convertirse en un déficit constitucionalmente relevante.  

 

El presupuesto de carbono, como volumen finito de emisiones compatible con un objetivo 

térmico y una probabilidad explícita, ofrece un puente fértil entre ciencia y derecho. Al 

traducir trayectorias de emisiones en metas temporales verificables, proporciona un 

lenguaje común para discutir suficiencia, coherencia, no regresión e 

intergeneracionalidad, y permite someter a control público (democrático y jurisdiccional) 

decisiones que de otro modo quedarían encapsuladas en tecnicismos o en promesas 

programáticas. La doctrina reciente sobre litigación climática ha remarcado, además, que 

la eficacia de este control depende de su capacidad para operar como catalizador de 

gobernanza (mejorando trazabilidad, rendición de cuentas y corrección oportuna) más 

que como sustituto del diseño de políticas (Peel y Osofsky, 2018; Setzer y Higham, 2024). 

 

La tesis de partida es equilibrada: el control judicial no pretende sustituir al legislador ni 

al Ejecutivo, pero tampoco puede limitarse a constatar la existencia formal de planes. 

Cuando la evidencia muestra brechas persistentes entre objetivos y medios, o un reparto 

temporal del esfuerzo que desplaza cargas desproporcionadas hacia 2035-2040, la 

exigibilidad constitucional se juega en la capacidad de pedir razones, verificar 

consistencia y ordenar correcciones proporcionadas en tiempo útil. Mi punto de partida 

es que, en un problema regido por ventanas temporales críticas, la calidad del control 

constitucional se mide también por su capacidad de «poner fecha» a las obligaciones: 

hacer explícito qué debe estar decidido, implementado y revisado, y cuándo. Es decir, un 

constitucionalismo que se limita a proclamar derechos sin exigir plazos ni trazabilidad se 

convierte, en la práctica, en cómplice silencioso de la dilación. 
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1.1. Objeto del trabajo y relevancia constitucional en la era del Antropoceno 

El objeto de este trabajo es construir y justificar un marco constitucional operativo para 

el control judicial de metas climáticas y presupuestos de carbono estatales, capaz de 

articular, mediante estándares verificables, la protección de derechos fundamentales, la 

separación de poderes y la justicia intergeneracional. Se trata de determinar hasta qué 

punto, con qué criterios y mediante qué remedios los tribunales pueden evaluar la 

suficiencia y coherencia de las trayectorias de emisiones definidas por los poderes 

públicos, sin desbordar los límites funcionales de la jurisdicción. 

 

La relevancia constitucional de este objeto se entiende en el contexto del Antropoceno, 

en el que la acción humana actúa como fuerza determinante de sistemas biofísicos con 

efectos acumulativos, transfronterizos e intertemporales. Ello obliga a replantear tres 

categorías clásicas: (i) el riesgo estructural, donde la lesión a derechos deriva de patrones 

persistentes de insuficiencia estatal; (ii) la dimensión intergeneracional, donde el 

diferimiento injustificado del esfuerzo genera una «deuda de reducción» que comprime 

libertades futuras; y (iii) la centralidad de la ciencia como referencia de racionalidad 

pública, que convierte presupuestos de carbono y trayectorias en parámetros cognoscibles 

para evaluar suficiencia sin judicializar la política pública en detalle. 

 

Este encuadre incorpora también una convicción personal, en sentido académico: que la 

calidad del debate constitucional mejora cuando se hace explícito lo que está en juego y 

en qué plazos. Hablar de presupuestos y trayectorias no es «tecnificar» el derecho; es 

dotar a la deliberación democrática y al control jurisdiccional de un suelo común de 

verificabilidad, evitando que las decisiones más gravosas se difieran silenciosamente 

hacia generaciones que no han podido participar en su configuración. Recurro aquí a una 

analogía que considero ilustrativa: del mismo modo que el principio de legalidad 

presupuestaria exige al Estado cuantificar, temporalizar y rendir cuentas sobre el uso de 

los recursos públicos, el presupuesto de carbono exige cuantificar, temporalizar y rendir 

cuentas sobre el consumo del espacio atmosférico finito que condiciona la habitabilidad 

del planeta. Ambos operan como instrumentos de racionalidad democrática; la diferencia 

es que el segundo protege un bien común cuya degradación es irreversible. 
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1.2. Preguntas de investigación y delimitación del problema 

La investigación se organiza en torno a una pregunta central: en qué medida los tribunales 

pueden y deben controlar, con criterios verificables, la adecuación de presupuestos de 

carbono y metas climáticas estatales a los derechos fundamentales y a los mandatos de 

protección ambiental. La cuestión no es solo si el clima es justiciable, sino qué se controla, 

con qué intensidad y mediante qué remedios compatibles con la separación de poderes. 

De esa pregunta se derivan cinco interrogantes específicos: (i) qué estándares permiten 

valorar la suficiencia de una trayectoria nacional en relación con un objetivo térmico y 

una contribución justa; (ii) cómo se identifica la coherencia interna entre metas, 

instrumentos y cronograma, y qué señales justifican un escrutinio más intenso; (iii) cómo 

opera la intergeneracionalidad como límite temporal al diferimiento del esfuerzo y cómo 

se mide la «deuda de reducción»; (iv) qué remedios son compatibles con la separación de 

poderes, con preferencia por órdenes estructurales y procedimentales; y (v) qué estándar 

probatorio es razonable ante riesgos sistémicos y cómo se distribuye la carga 

argumentativa entre demandantes y Estado. 

 

La delimitación del problema responde a decisiones metodológicas de foco. Primero, el 

trabajo se concentra en el período 2018-2025, asociado a la consolidación de litigios 

climáticos con perfil constitucional. Segundo, prioriza jurisdicciones europeas por 

homogeneidad del marco de derechos y por el valor paradigmático de sus resoluciones, 

sin excluir referencias externas cuando aportan claves remediales o probatorias. Tercero, 

adopta una perspectiva jurídico-constitucional: la ciencia climática se incorpora como 

insumo para construir estándares de control, pero el núcleo del análisis se ubica en 

categorías del derecho público (deberes de protección, justiciabilidad y remedios). 

 

 

1.3. Hipótesis de trabajo   

La hipótesis central sostiene que la constitucionalización del presupuesto de carbono 

permite un control judicial exigente y, a la vez, institucionalmente disciplinado: un 

control orientado a verificar suficiencia y coherencia con apoyo en evidencia científica, 

y a prevenir regresiones y traslados injustificados de carga al futuro, sin convertir al juez 

en planificador. En términos de contribución, el trabajo (i) sistematiza estándares 

(suficiencia, coherencia, no regresión e intergeneracionalidad) y (ii) los traduce en una 
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herramienta operativa, la MCC-PC, con indicadores verificables y un catálogo graduado 

de remedios, validado mediante su aplicación a casos emblemáticos.  

 

 

1.4. Metodología 

La metodología de esta investigación se articula a partir de una aproximación 

tridimensional que combina el análisis doctrinal, la revisión de jurisprudencia comparada 

y una síntesis propositiva orientada a la construcción de una matriz de control. Este diseño 

responde a la necesidad de trascender la mera descripción normativa para extraer 

estándares jurídicos operativos, capaces de dotar de contenido a la función jurisdiccional 

en la evaluación de la suficiencia y la coherencia de las políticas climáticas 

contemporáneas. 

En un primer estadio, la investigación se dota de un marco conceptual que compendia 

categorías fundamentales como los deberes de protección, la equidad intergeneracional, 

el principio de no regresión y los estándares probatorios de base científica. Estas nociones 

actúan como vectores de interpretación que orientan el análisis de las decisiones judiciales 

y permiten ordenar sistemáticamente las categorías de examen que se desarrollan a lo 

largo de los capítulos segundo, tercero y cuarto del trabajo, donde cada una de ellas recibe 

un tratamiento diferenciado y se conecta con la jurisprudencia y la práctica comparada.  

Con el objetivo de priorizar la profundidad analítica y la homogeneidad del régimen 

jurídico, el estudio circunscribe su ámbito comparado a tres hitos jurisprudenciales que 

constituyen los tres pilares del constitucionalismo climático europeo: la sentencia de la 

Corte Suprema de los Países Bajos en el caso Urgenda (HR, 20 de diciembre de 2019, 

ECLI:NL:HR:2019:2007), el auto del Tribunal Constitucional Federal alemán ((BVerfG, 

24 de marzo de 2021, 1 BvR 2656/18) y la sentencia de la Gran Sala del Tribunal Europeo 

de Derechos Humanos en el caso KlimaSeniorinnen (ECtHR, 9 de abril de 2024, App no 

53600/20). Este corpus acotado permite un estudio exhaustivo de la interacción entre los 

derechos fundamentales y el presupuesto de carbono sin las distorsiones propias de la 

heterogeneidad constitucional de otras regiones.  

A fin de garantizar la comparabilidad de estos casos, el análisis se canaliza a través de 

una matriz que cumple una doble función. En su dimensión analítica, la matriz permite 
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diseccionar cada pronunciamiento bajo parámetros uniformes, examinando desde el 

contexto normativo y la prueba científica considerada hasta la intensidad del escrutinio 

judicial y la naturaleza de los remedios ordenados. En su dimensión normativa, la matriz 

aspira a servir como herramienta operativa para que los tribunales puedan evaluar la 

suficiencia de las políticas climáticas en casos futuros, proporcionando criterios 

sistematizados y replicables. Esta doble vocación (analítica y normativa) es la que 

permite, en una fase ulterior, la construcción de la Matriz de Control Constitucional del 

Presupuesto Climático (MCC-PC). 

En cuanto al aparato de fuentes utilizado, la investigación se nutre de una selección de 

materiales primarios y secundarios. El primer grupo integra sentencias de tribunales 

constitucionales y de derechos humanos, legislación climática nacional, planes estatales 

de energía y clima e informes técnicos de organismos de referencia. Por su parte, las 

fuentes secundarias comprenden la doctrina especializada y los informes de evaluación 

del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC, por sus 

siglas en inglés) y la Agencia Europea de Medio Ambiente. Como cierre del trabajo, se 

incorpora una nota sintética sobre la transferibilidad de la MCC-PC al contexto español, 

evaluando el potencial y los obstáculos de este modelo frente al marco normativo de la 

Ley 7/2021. 

Finalmente, el proceso de análisis sigue una lógica iterativa y transparente. Se inicia con 

la reconstrucción del razonamiento judicial para, posteriormente, contrastarlo con la 

evidencia científica disponible y el marco conceptual adoptado. 

Respecto al sistema de citación, se ha adoptado una metodología de armonización que 

combina los criterios APA para la doctrina con las pautas OSCOLA para la jurisprudencia 

internacional y supranacional. Esta decisión se fundamenta en la voluntad de asegurar 

una lectura ágil mediante el formato de autor y año en las referencias bibliográficas; 

reservando de forma simultánea el rigor técnico de OSCOLA para la identificación de las 

decisiones judiciales; cuya naturaleza procesal exige una precisión que trasciende los 

estándares generales de las ciencias sociales. De este modo, la integración de ambos 

sistemas permite conciliar la fluidez narrativa en el análisis doctrinal con la exactitud 

necesaria para la localización de fallos en tribunales internacionales. En el ámbito de la 

jurisprudencia nacional; se emplea un sistema de identificación que detalla el órgano; el 
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número de resolución y la fecha; facilitando así la localización inmediata y la verificación 

de cada fuente empleada durante la investigación. 

 

1.5. Estructura del TFM y guía de lectura 

El trabajo se organiza para avanzar desde los fundamentos hacia la propuesta operativa. 

Tras esta introducción y la metodología, el capítulo 2 desarrolla el marco teórico del 

constitucionalismo del Antropoceno (riesgo, deberes de protección, precaución, no 

regresión e intergeneracionalidad). El capítulo 3 traduce el presupuesto de carbono al 

plano jurídico y fija el estándar de suficiencia. El capítulo 4 aborda la justiciabilidad, la 

separación de poderes y la tipología de remedios. El capítulo 5 compara la jurisprudencia 

seleccionada mediante una matriz de lectura común. El capítulo 6 presenta la MCC-PC y 

la valida. El capítulo 7 examina su encaje y transferibilidad al contexto UE/España. Las 

conclusiones responden directamente a las preguntas de investigación y sintetizan 

aportaciones, límites y líneas futuras. 

 

2. Marco teórico: constitucionalismo del Antropoceno y deberes de 

protección 

Antes de abordar los ejes teóricos que estructuran el análisis, conviene situar brevemente 

las tres resoluciones que constituyen el corpus jurisprudencial de referencia de este 

trabajo, a fin de contextualizar su relevancia en el campo de la litigación climática y 

justificar su selección como pilares del constitucionalismo climático europeo. 

La primera de ellas es la sentencia de la Corte Suprema de los Países Bajos en el caso 

Urgenda Foundation v. State of the Netherlands (HR, 20 de diciembre de 2019, 

ECLI:NL:HR:2019:2007). En esta resolución, la Corte Suprema confirmó la imposición 

al Estado neerlandés de una obligación de resultado mínimo de reducción de emisiones 

de gases de efecto invernadero, al constatar que la brecha entre los objetivos climáticos y 

las políticas efectivamente en vigor ponía en peligro los derechos a la vida y al respeto de 

la vida privada y familiar consagrados en los artículos 2 y 8 del Convenio Europeo de 

Derechos Humanos. Urgenda sentó un precedente decisivo al demostrar que un tribunal 
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puede exigir resultados cuantificables cuando la insuficiencia de la acción estatal es 

material y persistente. 

La segunda resolución es el auto del Tribunal Constitucional Federal alemán en el caso 

Neubauer et al. v. Germany (BVerfG, 24 de marzo de 2021, 1 BvR 2656/18). El tribunal 

declaró parcialmente inconstitucional la Ley Federal de Protección del Clima (Bundes-

Klimaschutzgesetz) por no concretar suficientemente la senda de reducción de emisiones 

posterior a 2030, lo que suponía diferir de forma desproporcionada la carga de mitigación 

hacia las generaciones futuras y, con ello, comprimir anticipadamente sus espacios de 

libertad. Esta resolución introdujo en la dogmática constitucional la dimensión 

intertemporal de los derechos fundamentales y la noción de que el presupuesto de carbono 

puede operar como parámetro de control. 

La tercera es la sentencia de la Gran Sala del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en 

el caso Verein KlimaSeniorinnen Schweiz and Others v. Switzerland (ECtHR, 9 de abril 

de 2024, App no 53600/20). En ella, la Gran Sala reconoció por primera vez que la 

insuficiencia de la política climática de un Estado parte podía vulnerar el artículo 8 del 

Convenio, al constatarse la ausencia de un marco regulatorio efectivo dotado de metas 

cuantificables, trayectorias verificables y mecanismos de seguimiento y corrección. 

KlimaSeniorinnen consolidó así las obligaciones positivas de protección frente al cambio 

climático en el sistema europeo de derechos humanos y estableció un estándar de 

evaluación aplicable al conjunto de los Estados miembros del Consejo de Europa. 

La selección de estas tres resoluciones responde a su carácter fundacional en la 

construcción de estándares judiciales de control climático en Europa. Cada una de ellas 

aborda la tensión entre justiciabilidad, separación de poderes y protección de derechos 

fundamentales desde un ángulo diferente (el deber de cuidado, la justicia 

intergeneracional y las obligaciones positivas convencionales, respectivamente), y 

conjuntamente configuran el marco de referencia sobre el que se asienta la propuesta de 

Matriz de Control Constitucional del Presupuesto Climático que se desarrolla en este 

trabajo. 

El marco teórico del trabajo se construye desde la premisa de que la crisis climática obliga 

a repensar la dogmática constitucional clásica en clave de riesgo, temporalidad y 

verificabilidad. No basta ya con describir derechos y competencias en abstracto; es 
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preciso identificar criterios operativos que permitan valorar si la acción pública protege 

de forma suficiente a la población frente a daños graves, acumulativos y potencialmente 

irreversibles. Sobre esa base, el capítulo se articula en torno a cuatro ejes estrechamente 

conectados: la gestión constitucional de riesgos estructurales, los deberes positivos de 

protección, los principios de precaución, no regresión y máxima ambición, y la 

delimitación funcional del control judicial. La equidad intergeneracional, por su parte, 

opera como un vector transversal que atraviesa todos los ejes y que recibe un desarrollo 

particularmente intenso en el análisis jurisprudencial del capítulo quinto. En esta 

reconstrucción resultan especialmente útiles los aportes doctrinales de Robert Alexy1 

sobre derechos de protección, de Lavanya Rajamani y Christina Voigt2 sobre obligaciones 

climáticas dinámicas, y de Jacqueline Peel y Sandrine Maljean-Dubois3 sobre la función 

transformadora, pero no sustitutiva, del control jurisdiccional en litigios climáticos. 

 

2.1. Riesgos estructurales, incertidumbre y derechos fundamentales 

La irrupción del cambio climático en la esfera jurídica obliga a desplazar el foco desde la 

tutela frente a lesiones consumadas hacia la gestión de riesgos sistémicos, acumulativos 

y transgeneracionales. Como ha señalado Joana Setzer, la litigación climática opera cada 

vez más como un mecanismo de gobernanza que obliga a los Estados a confrontar la 

magnitud del riesgo con la insuficiencia de sus respuestas (Setzer y Higham, 2024). En 

este contexto, el calentamiento global no puede entenderse como una secuencia de 

episodios aislados, sino como un proceso de alteración estructural que incrementa de 

manera significativa la probabilidad de afectaciones graves a derechos como la vida, la 

salud, la integridad física, la vivienda o el acceso al agua (IPCC, 2021; IPCC, 2023). La 

consecuencia constitucional de esta premisa es clara: la protección no puede agotarse en 

 
1 Robert Alexy, Teoría de los derechos fundamentales (Ernesto Garzón Valdés tr, Centro de Estudios 

Constitucionales 1993). 

2 Lavanya Rajamani y Christina Voigt, ‘The Evolution of Climate Finance under International Climate Law’ 

en Lavanya Rajamani y Jacqueline Peel (eds), The Oxford Handbook of International Climate Change Law 

(Oxford University Press 2022).  

 
3 Jacqueline Peel y Sandrine Maljean-Dubois, ‘Climate Change Litigation and the Role of Courts in Climate 

Governance’ en Saul and Seidel (eds), Research Handbook on Climate Change Law and Loss & Damage 

(Edward Elgar 2023).  
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la reparación ex post, sino que debe proyectarse sobre la prevención razonable de daños 

previsibles cuando la inacción estatal expone a la población a umbrales críticos de peligro. 

Este desplazamiento del paradigma protector descansa, al menos, en tres vectores. El 

primero es que la causalidad difusa propia del fenómeno climático no debe operar como 

obstáculo para la exigibilidad jurídica: el examen judicial puede centrarse en la 

adecuación del conjunto de la política pública a trayectorias de reducción científicamente 

verificables. El segundo es que la incertidumbre científica no equivale a libertad política 

plena; cuando la mejor evidencia disponible identifica umbrales de no retorno o ventanas 

críticas de actuación, la duda razonable se traduce en un deber reforzado de prudencia y 

motivación. El tercero es que la distribución del riesgo posee una dimensión 

materialmente desigual, de modo que la evaluación constitucional debe incorporar cómo 

la exposición climática se agrava por razones de edad, renta, territorio, género o 

pertenencia étnico-racial. La sentencia del TEDH en el asunto KlimaSeniorinnen v. 

Switzerland constituye un ejemplo paradigmático: la demanda fue promovida por un 

grupo de mujeres de edad avanzada que invocaron su especial vulnerabilidad frente al 

calentamiento global, articulando argumentos de corte interseccional que el tribunal 

acogió al reconocer la dimensión diferenciada del riesgo climático.4  

La dimensión distributiva del riesgo obliga, por tanto, a integrar una perspectiva de 

igualdad ambiental e igualdad sustantiva, conceptos que deben considerarse ejes básicos 

de este constitucionalismo del Antropoceno. La vulnerabilidad climática afecta de manera 

desproporcionada a la infancia, a las personas mayores y a los sectores económicamente 

desfavorecidos, pero también exige atender expresamente a la dimensión de género y al 

racismo ambiental. La primera recuerda que las desigualdades estructurales condicionan 

la exposición, la capacidad de adaptación y el acceso a recursos frente a crisis 

ambientales; el segundo pone de relieve la concentración histórica de cargas 

contaminantes y riesgos biofísicos en comunidades racializadas o territorialmente 

marginadas. Leída desde esta perspectiva, la justicia ambiental exige que la revisión 

judicial de la suficiencia climática no solo proteja frente al daño agregado, sino también 

 
4 Verein KlimaSeniorinnen Schweiz and Others v Switzerland App no 53600/20 (ECtHR, 9 April 2024) 

paras 441-442; IPCC, ‘Climate Change 2023: Synthesis Report’ (2023) ch 16. 
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frente a patrones de distribución del riesgo incompatibles con la igualdad y la prohibición 

de discriminación. 

 

2.2. Deberes positivos de protección y estándares de diligencia debida 

El constitucionalismo contemporáneo ha consolidado la idea de que el Estado no agota 

su responsabilidad en la abstención de interferencias, sino que asume deberes positivos 

de protección frente a amenazas previsibles y evitables5. En el ámbito climático, esa 

lógica se traduce en un estándar de diligencia debida que exige a los poderes públicos 

desplegar una estructura normativa y administrativa capaz de reducir riesgos graves de 

manera efectiva (Rajamani, 2021; Voigt, 2022)6. A la vista de la jurisprudencia reciente, 

esa diligencia comprende, al menos, tres exigencias acumulativas: metas intermedias 

verificables, alineación entre objetivos y políticas sectoriales7, y mecanismos de 

seguimiento y rendición de cuentas sometidos a evaluación real. No se trata de imponer 

una garantía absoluta de resultado, sino de exigir que la respuesta estatal sea seria, 

coherente y apta para evitar que los derechos queden expuestos a una degradación 

previsible. 

Desde esta perspectiva, cuando el marco normativo carece de estas garantías o presenta 

incoherencias manifiestas, el control judicial puede declarar la insuficiencia de la 

protección sin sustituir por ello el juicio político. El parámetro de examen no radica en 

que el tribunal diseñe la política climática, sino en verificar si la omisión administrativa, 

la vaguedad normativa o la debilidad de las metas incrementan de forma significativa el 

riesgo de lesión para los derechos fundamentales. En este punto, la razonabilidad 

constitucional y la suficiencia material convergen: una política puede estar formalmente 

motivada y, sin embargo, resultar jurídicamente insuficiente si no ofrece una senda creíble 

de reducción, corrección y revisión. 

 
5 Alexy (n 1). 

6 Lavanya Rajamani, Innovation and Accountability in the Post-Paris Climate Regime (Oxford University 

Press 2021) 45-67; Christina Voigt, ‘The Compliance and Implementation Mechanism of the Paris 

Agreement’ (2022) 25 Yearbook of International Environmental Law 161.  

7 Verein KlimaSeniorinnen Schweiz and Others v Switzerland App no 53600/20 (ECtHR, 9 April 2024). 
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2.3. Precaución, no regresión y máxima ambición como principios operativos 

La interpretación de las obligaciones climáticas descansa en principios que, aun cuando 

a veces hayan sido presentados como orientaciones programáticas, adquieren una clara 

operatividad jurídica cuando se integran en el parámetro de protección de los derechos 

fundamentales y en el entramado normativo internacional y europeo. El principio de 

precaución ocupa aquí un lugar central: ante el riesgo de daños graves o irreversibles, la 

ausencia de certeza científica absoluta no autoriza la inacción, sino que exige una 

motivación especialmente rigurosa de las decisiones estatales. En clave constitucional, 

ello impide que el margen residual de incertidumbre se convierta en una excusa para 

diferir medidas de mitigación cuya demora incrementa el coste de protección futura. 

De forma complementaria, el principio de no regresión opera como una garantía frente al 

retroceso injustificado de los niveles de protección ya alcanzados. No inmoviliza el 

ordenamiento, pero sí impone una carga de justificación reforzada cuando el legislador o 

la Administración rebajan la ambición climática, debilitan instrumentos eficaces o relajan 

mecanismos de control. A ello se suma el mandato de máxima ambición posible recogido 

en el artículo 4.3 del Acuerdo de París8, que debe leerse a la vista de la equidad 

intergeneracional: cada ciclo regulatorio debe expresar el mayor esfuerzo compatible con 

la capacidad y responsabilidad del Estado, evitando desplazar la parte más gravosa de la 

descarbonización hacia generaciones futuras. Bajo esta lectura, las políticas meramente 

declarativas o las trayectorias que posponen el esfuerzo esencial resultan difíciles de 

conciliar con un estándar constitucional de protección suficiente.  

 

2.4. Límites materiales y funcionales del control judicial 

Los límites materiales y funcionales del control judicial deben formularse con precisión 

para evitar caricaturas sobre el papel de los tribunales en materia climática. Como advierte 

Pau de Vílchez (2022), existe un riesgo real de que la retórica de la separación de poderes 

se instrumentalice para blindar la inacción climática frente a cualquier escrutinio 

jurisdiccional, cuando lo que está en juego no es la sustitución del legislador, sino la 

garantía del umbral mínimo de protección constitucionalmente exigible (Peel, 2018; 

 
8 Paris Agreement (adopted 12 December 2015, entered into force 4 November 2016) art 4.3. 
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Maljean-Dubois, 2023). Desde esta premisa, el primer límite es material: cuando existan 

varias opciones idóneas, el tribunal no debe imponer una solución técnica singular, sino 

constatar la insuficiencia de aquellas políticas que no alcanzan el nivel mínimo de 

protección. El segundo límite es funcional: los remedios han de preservar el espacio de 

configuración del legislador y del Ejecutivo, lo que explica la preferencia comparada por 

órdenes de revisión, concreción normativa, motivación reforzada y seguimiento 

temporalmente acotado (BVerfG, 2021; HR, 2019).  

Existe, además, un límite epistémico: toda decisión judicial debe apoyarse en la mejor 

evidencia científica disponible y explicitar los supuestos técnicos sobre los que descansa. 

Lejos de vaciar de contenido el control, este límite lo legitima, porque permite intensificar 

la revisión cuando faltan metas intermedias, cuando se produce una regresión no motivada 

o cuando la carga principal de reducción se desplaza de forma desproporcionada al futuro. 

En ese punto, la exigencia judicial ya no aparece como una invasión competencial, sino 

como una respuesta institucional frente a déficits verificables de protección. Sobre este 

equilibrio se asienta la propuesta de una Matriz de Control Constitucional del Presupuesto 

Climático, concebida como instrumento de sistematización y no como sustituto de la 

deliberación democrática. 

 

3. El presupuesto de carbono como parámetro jurídico de suficiencia  

Este capítulo persigue traducir categorías científico-técnicas complejas en criterios 

jurídicos susceptibles de control judicial. La idea central es que el presupuesto de carbono 

no constituye únicamente una métrica climática, sino también una referencia normativa 

para valorar si existe una alineación razonable entre metas, trayectorias e instrumentos a 

la vista de un objetivo térmico determinado y de un criterio explícito de contribución 

justa. El presupuesto de carbono funciona como un «termostato constitucional»: no 

determina qué políticas concretas debe adoptar el Estado, pero sí establece el umbral a 

partir del cual la temperatura normativa se vuelve incompatible con la supervivencia de 

los derechos. A partir de esa premisa, el análisis avanza en tres planos: la definición del 

concepto y de sus supuestos, su proyección sobre escalas nacionales y sectoriales, y su 

utilización como parámetro de suficiencia, coherencia, transparencia y rendición de 

cuentas.   
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3.1. Presupuestos de carbono: conceptos, supuestos y métricas de alineación 

Bajo la óptica de la ciencia del clima, el presupuesto de carbono representa la cantidad 

total acumulada de emisiones que la atmósfera puede absorber manteniendo una 

probabilidad estadística de no rebasar un umbral crítico de calentamiento global9. Al 

tratarse de una magnitud finita y dependiente del tiempo, esta métrica impone a los 

poderes públicos la obligación de diseñar trayectorias de reducción verificables que 

incluyan metas de cumplimiento intermedios con carácter vinculante10. En este contexto, 

resulta operativo distinguir tres niveles de aplicación: el nivel global, vinculado al 

objetivo térmico y su probabilidad asociada; el nivel nacional, que requiere una regla de 

reparto explícita y motivada bajo criterios de equidad; y el nivel sectorial, donde el 

presupuesto se traduce en políticas granulares en áreas como la energía, el transporte o la 

industria, asegurando que la suma de todos los instrumentos sea consistente con el 

objetivo agregado (IPCC, 2021; IPCC, 2023).  

Resulta indispensable precisar que la cuantía de este presupuesto remanente depende de 

supuestos científicos que el Estado debe transparentar para evitar la arbitrariedad en la 

planificación. Parámetros tales como la probabilidad de cumplimiento del umbral de 

1,5°C, el tratamiento de gases de efecto invernadero distintos al CO2 y el papel otorgado 

a los sumideros biológicos o a las remociones tecnológicas determinan el margen de 

maniobra de la política pública. En consecuencia, todo plan climático que pretenda ser 

razonable debe identificar con precisión su escenario de referencia, sus fuentes de datos 

y los márgenes de incertidumbre considerados (IPCC, 2021; Allen et al., 2022; IPCC, 

2023).  Este enfoque se ve reforzado por el Acuerdo de París (2015, arts. 13-14), cuyos 

mecanismos de transparencia y balance global exigen una revisión dinámica que 

favorezca el aprendizaje institucional frente a la evolución de la evidencia11. 

Por otro lado, la transición del presupuesto global a la asignación nacional es un acto de 

soberanía que exige una regla de reparto debidamente justificada. Ya sea que se opte por 

la igualdad per cápita, por la responsabilidad histórica o por modelos de capacidad 

 
9 Intergovernmental Panel on Climate Change (IPCC), 'Climate Change 2021: The Physical Science Basis' 

(2021). 

10 IPCC, 'Climate Change 2023: Synthesis Report' (2023). 

11 Paris Agreement (n 6) arts 13-14. 
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tecnológica, lo jurídicamente relevante es que el Estado acredite la coherencia de la regla 

elegida con su trayectoria de emisiones y pruebe que su contribución se sitúa en un rango 

de exigencia compatible con el principio de «mayor ambición posible»12. Como ha 

sostenido Lavanya Rajamani (2021); este principio no debe entenderse como una mera 

aspiración política, sino como un estándar jurídico de conducta que vincula la 

discrecionalidad estatal a la mejor ciencia disponible; convirtiéndose en el parámetro para 

evaluar si el Estado está cumpliendo con su deber de diligencia debida en la mitigación. 

Este principio se configura como un mandato jurídico que obliga a elevar el esfuerzo de 

mitigación en cada ciclo de planificación, impidiendo que el Estado se ampare en 

mínimos formales13.  

A fin de valorar la alineación jurídica de estas políticas, resulta necesario identificar 

indicadores que permitan evaluar la consistencia interna del rumbo estatal. Resultan de 

especial utilidad métricas como la carga acumulada de emisiones prevista frente al 

presupuesto nacional estimado, el ritmo anual de reducción comparado con los horizontes 

de 2030 y 2040, y la brecha de emisiones (emissions gap) entre las metas declaradas y las 

políticas efectivamente vigentes (IPCC, 2023; UNEP, 2023; IEA, 2023). Estas 

herramientas permiten a los órganos de control dilucidar si la estructura normativa del 

Estado posee la capacidad real de alcanzar los fines que proclama, o si, por el contrario, 

existe una omisión por insuficiencia de medios. 

Finalmente, el tratamiento de los sumideros y las remociones de carbono exige una 

cautela judicial extrema, estrechamente vinculada al principio de precaución. Es preciso 

disociar con rigor las reducciones de emisiones en origen de las expectativas de captura 

futura, evitando que el despliegue incierto de tecnologías de remoción a gran escala se 

utilice como salvaguarda para relajar el esfuerzo inmediato de descarbonización (IPCC, 

2021; IPCC, 2023). En este sentido, el principio de precaución opera como fundamento 

directo de la exigencia de márgenes de seguridad: ante la concurrencia de factores de 

incertidumbre, el estándar de protección constitucional aconseja la adopción de metas 

intermedias más exigentes que el mínimo teórico, reduciendo así el riesgo de trasladar 

cargas desproporcionadas hacia las generaciones venideras. Asimismo, la previsión de 

 
12 Ibíd art 4.3. 

 
13 Lavanya Rajamani, Innovation and Accountability in the Post-Paris Climate Regime (Oxford University 

Press 2021). 
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revisiones periódicas permite ajustar la senda si la nueva evidencia científica reduce el 

espacio disponible. En definitiva, la articulación de estas salvaguardas permite que el 

presupuesto de carbono funcione como un estándar de racionalidad que habilita a los 

tribunales para evaluar la suficiencia y coherencia de la acción estatal sin necesidad de 

sustituir el juicio técnico ni fijar magnitudes numéricas de forma discrecional (Paris 

Agreement, 2015; IPCC, 2023; UNEP, 2023). 

 

3.2. Metas, trayectorias y coherencia interna de las políticas climáticas 

La coherencia interna constituye el puente entre la ambición climática declarada y la 

capacidad real de la política pública para producir reducciones efectivas. Desde un punto 

de vista jurídico, permite verificar si las metas temporales, la senda de cumplimiento y el 

entramado instrumental forman un conjunto suficientemente integrado para proteger los 

derechos fundamentales en un horizonte compatible con la mejor evidencia disponible. 

Por ello, el examen de coherencia no se agota en la existencia formal de objetivos, sino 

que exige analizar la relación dinámica entre resultados prometidos, cronología de 

ejecución y medios normativos y financieros de implementación. 

Una evaluación de esta coherencia exige verificar no solo el carácter vinculante de las 

metas intermedias, sino también que el itinerario de cumplimiento se encuentre 

consignado en documentos oficiales y que los instrumentos sectoriales cuenten con 

respaldo financiero y mecanismos de seguimiento operativos. La jurisprudencia ha puesto 

de relieve la importancia de esta conexión entre los fines y los medios. En los Países 

Bajos, la revisión jurisdiccional se centró en la congruencia entre el objetivo declarado y 

las políticas en vigor, concluyendo que la disparidad entre ambos viciaba de insuficiencia 

la protección estatal14. Por su parte, el Tribunal Constitucional alemán puso el acento en 

la necesidad de dotar de concreción a la senda temporal para evitar un diferimiento 

excesivo del esfuerzo de mitigación que comprometiese las libertades futuras15. De igual 

modo, el estándar de obligaciones positivas del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

ha consolidado la exigencia de que la protección sea efectiva y no meramente 

 
14 Sentencia de la Corte Suprema de los Países Bajos (Hoge Raad), ECLI:NL:HR:2019:2007, de 20 de 

diciembre de 2019. 

15 Auto del Tribunal Constitucional Federal alemán (BVerfG), 1 BvR 2656/18, de 24 de marzo de 2021. 
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programática16. En este sentido; Christina Voigt (2022) precisa que la efectividad de estas 

obligaciones se traduce en un deber de progresión constante; de modo que los 

presupuestos de carbono funcionan como el ancla técnica que impide la regresión 

normativa y asegura que las trayectorias nacionales no sean solo coherentes en el papel, 

sino también capaces de generar reducciones reales en la atmósfera.  

Con el propósito de sistematizar el análisis jurídico, resulta conveniente emplear 

indicadores de coherencia que doten de objetividad a la valoración. Entre ellos, destaca 

el ritmo anual de reducción, cuya función es contrastar si la velocidad de descenso es 

compatible con los objetivos de 2030 y 2040. A este factor se suma la cobertura sectorial, 

que debe abarcar áreas críticas como la energía, el transporte o la industria de forma 

consistente con el objetivo agregado. Especial relevancia adquiere la brecha de 

implementación, entendida como la divergencia entre las reducciones proyectadas y las 

requeridas; cuando dicha brecha se manifiesta de forma persistente, la coherencia de la 

política se ve seriamente comprometida. Finalmente, la inclusión de cláusulas de revisión 

y medidas automáticas de corrección ante posibles desviaciones fortalece la fiabilidad de 

la senda temporal (Paris Agreement, 2015; IPCC, 2023). 

Más allá de la planificación formal, la coherencia interna demanda una consistencia 

normativa transversal que impida que las decisiones sobre infraestructuras o ayudas 

públicas contradigan la secuencia de reducción establecida. En este sentido, la 

financiación de activos intensivos en carbono que generan un efecto de bloqueo (lock-in) 

o la autorización de proyectos incompatibles con la trayectoria prevista deterioran la 

idoneidad del conjunto de la política. Los tribunales han comenzado a fiscalizar estas 

contradicciones al evaluar la razonabilidad de la acción climática, particularmente cuando 

la Administración omite una motivación cualificada que explique cómo se compensarán 

los incrementos de emisiones derivados de tales decisiones (BVerfG, 2021; ECtHR, 

2024). 

Asimismo, esta dimensión de la coherencia posee una vertiente temporal intrínsecamente 

ligada a la justicia intergeneracional. Aquellos planes que concentran el esfuerzo de 

reducción más allá de 2035 corren el riesgo de ser declarados incoherentes si no acreditan 

por qué no es posible anticipar dichas medidas y qué salvaguardas garantizan que la 

 
16 KlimaSeniorinnen (n 5). 
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aceleración futura no implicará restricciones severas a los derechos fundamentales. Ante 

este escenario, la justificación técnica resulta determinante, pues no basta con invocar el 

progreso tecnológico o las remociones a gran escala sin aportar evidencias y estadios de 

cumplimiento intermedios que mitiguen el riesgo de omisión (IPCC, 2023). 

Como último pilar, la coherencia se sustenta en la transparencia y la rendición de cuentas 

mediante la publicación periódica de inventarios y proyecciones que permitan contrastar 

la alineación entre metas e instrumentos. En el marco de la Unión Europea, la gobernanza 

climática establece ciclos de información y revisión que facilitan este examen de 

constitucionalidad, respaldando la intervención judicial cuando la política estatal se 

aparta sin justificación del rumbo de suficiencia exigible. En definitiva, una política 

climática se considera coherente cuando logra alinear metas vinculantes, una cronología 

verificable y medidas operativas con capacidad de ejecución real, integrando mecanismos 

de corrección que permitan cerrar, en tiempo oportuno, la brecha entre el compromiso 

declarado y la realidad fáctica. 

 

3.3. Transparencia, seguimiento y rendición de cuentas como garantías 

La transparencia, el seguimiento y la rendición de cuentas constituyen garantías 

estructurales del estándar de suficiencia climática. Su función no es accesoria: permiten 

comprobar si las metas declaradas se traducen realmente en trayectorias de reducción, 

identificar desviaciones a tiempo y anclar la acción pública en datos accesibles y 

metodológicamente verificables. Cuando estos elementos faltan, el problema no es solo 

de buena administración, sino de protección insuficiente, porque se dificulta tanto el 

control democrático como la eventual revisión jurisdiccional de la política climática. 

El marco internacional de transparencia y balance global establece que los Estados 

presenten inventarios de gases de efecto invernadero y comunicaciones de progreso que 

permitan cuantificar los avances frente a los objetivos asumidos. La convergencia entre 

este marco de transparencia reforzado y las evaluaciones quinquenales genera ventanas 

de oportunidad regulares para recalibrar las políticas nacionales de acuerdo con la mejor 

ciencia disponible, lo que legitima la exigencia de justificación y ajuste en el ámbito 

interno (Paris Agreement, 2015, arts. 13-14; IPCC, 2023). En una línea paralela, la 

gobernanza climática de la Unión Europea prescribe planes integrados de energía y clima 

(PNIEC) e informes de progreso que vinculan de forma indisoluble la planificación, la 
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ejecución y la evaluación posterior, favoreciendo un examen de constitucionalidad 

continuo sobre la coherencia entre las metas y la progresión de las emisiones (Regulation 

[UE] 2018/1999; Regulation [UE] 2021/1119). 

Como se desprende de la experiencia comparada, la transparencia y el seguimiento no 

son elementos accesorios de la política climática, puesto que condicionan directamente la 

intensidad de la revisión jurisdiccional y la naturaleza de los remedios ordenados. En 

aquellos sistemas donde concurren metas intermedias vinculantes, indicadores públicos 

y evaluaciones independientes, los tribunales tienden a mantener un control más deferente 

respecto de las opciones técnicas elegidas por la Administración. Por el contrario, ante la 

opacidad de los datos o la ausencia de explicación sobre las desviaciones, la intervención 

judicial se intensifica, facultando la adopción de medidas estructurales destinadas a 

restablecer la capacidad de control ciudadano y técnico. Esta fue la lógica aplicada en los 

Países Bajos al constatarse una brecha persistente entre los objetivos y las medidas, lo 

que derivó en la imposición de obligaciones de resultado mínimas sujetas a verificación 

posterior (HR, 2019, ECLI:NL:HR:2019:2007). Asimismo, la Gran Sala del Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos ha incidido en que el cumplimiento de las obligaciones 

positivas frente a riesgos climáticos graves exige decisiones informadas por la ciencia y 

marcos de evaluación efectivos (TEDH, 2024, App no 53600/20). 

La operatividad de estas garantías requiere la definición de indicadores de seguimiento 

que permitan evaluar, con rigor técnico, tanto el progreso como la coherencia de la acción 

estatal. En este sentido, adquieren especial valor los inventarios anuales desagregados por 

sector, las proyecciones comparables con los horizontes de 2030 y 2040, y la estimación 

de la brecha entre las políticas vigentes y las reducciones requeridas. Resulta 

particularmente relevante que, al emplear supuestos que condicionan significativamente 

la valoración, como ocurre con la contribución de los sumideros y las remociones 

tecnológicas, se expliciten los escenarios de riesgo y los planes de contingencia, evitando 

así que la opacidad en estos puntos encubra una insuficiencia presente y traslade cargas 

desproporcionadas al futuro (IPCC, 2021, 2023, UNEP, 2023). 

Por lo que respecta a la rendición de cuentas, esta se materializa a través de obligaciones 

de reporte periódico y mecanismos de respuesta institucional que incrementan la 

trazabilidad de las decisiones públicas Paris Agreement, 2015, arts. 13-14; Regulation 

[UE] 2018/1999, arts. 17-25). La publicación de informes técnicos y la celebración de 

debates parlamentarios estructurados a partir de dichos documentos son herramientas 
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esenciales para garantizar la transparencia del proceso. En el ámbito europeo, los ciclos 

de planificación vinculados a los objetivos de neutralidad obligan a los Estados a justificar 

cualquier desviación y a proponer medidas correctoras inmediatas, lo que restringe el 

margen para regresiones no motivadas o para el diferimiento injustificado del esfuerzo de 

mitigación (Regulation [UE] 2018/1999; Regulation [UE] 2021/1119; EEA, 2023). 

La calidad de la información se posiciona, por tanto, como un componente central de 

estas garantías, exigiendo reglas operativas que aseguren la consistencia terminológica 

entre presupuestos de carbono y metas absolutas. La práctica comparada aconseja, 

adicionalmente, la institucionalización de órganos técnicos con autonomía funcional 

encargados de evaluar la suficiencia de las políticas y emitir recomendaciones de obligado 

seguimiento. Esta capa de control experto, además de mejorar la capacidad de corrección 

temprana de las desviaciones, también facilita la labor judicial cuando una controversia 

de este calado llega a los tribunales (IPCC, 2023; EEA, 2023).  

La estrecha conexión entre la transparencia, el seguimiento y el sistema de remedios se 

manifiesta con claridad en la imposición de medidas estructurales por parte de los órganos 

jurisdiccionales. Los mandatos de revisión con plazos concretos, la exigencia de metas 

intermedias adicionales y los requerimientos de informes periódicos permiten reencauzar 

la cronología de emisiones sin sustituir el juicio democrático sobre las herramientas 

concretas. Dado que este tipo de remedios descansa en la capacidad de medir e informar, 

una política que carezca de estos pilares dificulta la evaluación de su suficiencia y debilita 

la defensa de su propia razonabilidad ante los tribunales (HR, 2019; TEDH, 2024). 

Finalmente, el vínculo entre estas garantías y el principio de no regresión añade un criterio 

de control adicional que veda cualquier retroceso institucional injustificado. La 

eliminación de informes, la relajación de indicadores o la supresión de órganos 

evaluadores independientes constituyen vulneraciones que comprometen la protección 

efectiva de los derechos fundamentales. Esta exigencia se encuentra plasmada tanto en el 

artículo 4.3 del Acuerdo de París, que establece el mandato de progresividad de las 

contribuciones nacionales, como en el Reglamento (UE) 2021/1119 (Ley Europea del 

Clima), cuyo artículo 3 consagra la trayectoria de neutralidad climática como objetivo 

vinculante e irreversible. Del mismo modo, el Reglamento (UE) 2018/1999 de 

Gobernanza de la Unión de la Energía prevé mecanismos de seguimiento y evaluación 

continua que conciben la información y la evaluación como obligaciones permanentes al 
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servicio del interés público y la justicia intergeneracional (Paris Agreement, 2015; 

Regulation [UE] 2018/1999; Regulation [UE] 2021/1119; IPCC, 2023). 

 

4. Justiciabilidad, separación de poderes y remedios compatibles 

La cuestión de la justiciabilidad climática exige conciliar dos exigencias que no deben 

presentarse como incompatibles: la protección efectiva de los derechos frente a riesgos 

graves y la preservación del equilibrio entre poderes públicos. La práctica comparada 

demuestra que ese equilibrio puede alcanzarse cuando el tribunal controla la existencia 

de metas verificables, la consistencia entre fines y medios y la suficiencia de la 

motivación técnica, sin apropiarse por ello de la función de planificación. Así lo ilustra, 

por ejemplo, la sentencia del Tribunal Constitucional Federal alemán de 2021, que ordenó 

concretar la senda de reducción posterior a 2030 sin imponer medidas sectoriales 

específicas (BVerfG, 2021). En este contexto, la separación de poderes no excluye el 

control, sino que orienta su objeto y modula la intensidad de los remedios disponibles. 

La vigencia de la separación de poderes no desplaza la posibilidad del control, sino que 

lo orienta hacia la verificación de la suficiencia, la coherencia y la debida motivación de 

la acción pública. Resulta razonable que el examen jurisdiccional se concentre en la 

racionalidad administrativa y en la capacidad real de las medidas para alcanzar los 

estadios de cumplimiento intermedios y finales, evitando la sustitución de opciones 

técnicas cuando concurren diversas alternativas idóneas. Con este propósito, los remedios 

de carácter estructural y procedimental se han consolidado como las herramientas 

preferentes, permitiendo que las órdenes de revisión de planes sujetas a plazos, la 

exigencia de objetivos intermedios verificables y la previsión de una supervisión acotada 

temporalmente reencaucen la política climática sin invadir la esfera de decisión propia 

del legislador o del Ejecutivo (HR, 2019; BVerfG, 2021). 

La compatibilidad de los remedios de carácter cuantitativo con el principio de separación 

de poderes se encuentra estrechamente vinculada a la solidez de la prueba y al grado de 

insuficiencia acreditado. Cuando la brecha entre las metas y las políticas es manifiesta, y 

se advierte la ausencia de mecanismos de corrección, los tribunales han admitido órdenes 

que fijan parámetros mínimos de resultado, siempre que se preserven márgenes de 

elección sobre los instrumentos específicos y se defina un itinerario de salida de la 
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supervisión judicial (HR, 2019). Por el contrario, en aquellos supuestos donde existen 

objetivos vinculantes y un seguimiento independiente, el control tiende a limitarse a la 

exigencia de motivaciones reforzadas y revisiones periódicas, respetando el margen de 

apreciación que corresponde a las autoridades públicas, tal como ha precisado la Gran 

Sala en materia de obligaciones positivas (ECtHR, 2024). En todos estos casos, el 

entramado internacional de transparencia y balance global ofrece una pauta mínima de 

gobernanza que respalda la necesidad de informar y ajustar las políticas de manera 

constante (Paris Agreement, 2015, arts. 13-14). 

El diseño de los remedios jurisdiccionales debería observar cuatro condiciones de uso 

destinadas a favorecer la eficacia de la sentencia y el respeto a la autonomía institucional. 

Estas condiciones se extraen de la síntesis de la práctica comparada analizada en este 

trabajo y se formulan como propuesta propia a partir de los elementos comunes 

identificados en las tres jurisdicciones de referencia. En primer lugar, se requiere una 

precisión absoluta sobre el objeto de la orden judicial y su vinculación directa con el 

déficit de protección identificado. En segundo término, es preciso establecer plazos 

realistas y objetivos de progreso medibles que funcionen como referentes de 

cumplimiento. En tercer lugar, resulta indispensable la creación de un mecanismo de 

información pública que facilite el control democrático y el análisis técnico de los 

avances. Finalmente, debe incorporarse una cláusula de finalización de la supervisión que 

se active en el momento en que la Administración acredite haber cerrado la brecha o 

consolidado un ciclo estable de revisión y ajuste. Estas condiciones, presentes de forma 

explícita o implícita en la práctica comparada de Alemania, Países Bajos y el Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos, contribuyen a un examen judicial exigente que fortalece 

la acción estatal sin desarticular su capacidad de ejecución (HR, 2019; BVerfG, 2021; 

ECtHR, 2024). 

 

4.1. Intensidad de la revisión jurisdiccional: criterios para la deferencia y su 

modulación 

La intensidad del escrutinio judicial no puede fijarse en abstracto, sino que debe graduarse 

en función de la calidad de la política impugnada y del riesgo que su insuficiencia 

proyecta sobre los derechos fundamentales. En términos generales, la deferencia puede 

mantenerse cuando existen metas intermedias vinculantes, trazabilidad de los datos y una 
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conexión plausible entre objetivos e instrumentos. En cambio, la revisión debe 

intensificarse cuando aparecen señales de insuficiencia manifiesta, diferimiento 

injustificado del esfuerzo, regresión normativa o ausencia de mecanismos eficaces de 

corrección. La modulación del control constituye así una técnica de equilibrio 

institucional y no un simple gesto de autocontención judicial. 

El desarrollo de un criterio operativo de modulación requiere considerar diversos factores 

determinantes que orientan la labor judicial, comenzando por la evaluación de la 

existencia y la calidad de las metas intermedias, puesto que la ausencia de objetivos 

verificables hacia la década de 2030 aconseja una revisión más estricta de la acción 

estatal. Como ha señalado el Emissions Gap Report del PNUMA, la brecha entre las 

políticas vigentes y las reducciones necesarias para cumplir los objetivos de 2030 sigue 

siendo alarmantemente amplia, lo que refuerza la necesidad de un escrutinio judicial 

intenso cuando faltan dichos objetivos intermedios (UNEP, 2023). En una línea 

convergente, Peel y Osofsky (2018) han argumentado que la ausencia de hitos 

cuantificables constituye una de las señales más fiables de insuficiencia regulatoria, 

porque impide tanto la rendición de cuentas democrática como la corrección oportuna de 

la trayectoria. En segundo término, la brecha de implementación, entendida como la 

diferencia persistente entre las reducciones requeridas y las producidas por las políticas 

vigentes, justifica la intensificación del control judicial. El tercer factor reside en la 

intergeneracionalidad temporal, esto es, el modo en que la distribución  del esfuerzo de 

mitigación entre el presente y el futuro condiciona el espacio de libertad de las 

generaciones venideras, ya que el diferimiento del esfuerzo hacia la década de 2035 sin 

garantías de aceleración activa un examen más riguroso por la posible afectación a 

derechos futuros (BVerfG, 2021). Como cuarto elemento, la regresión normativa o la 

eliminación injustificada de instrumentos eficaces demanda una motivación cualificada y 

sostiene órdenes de revisión más profundas por parte de los tribunales (ECtHR, 2024). 

Por último, la transparencia y la trazabilidad de los datos, especialmente en lo relativo a 

sumideros y remociones tecnológicas, resulta crucial para reducir la incertidumbre y 

exigir medidas de corrección (Paris Agreement, 2015, IPCC, 2023). 

La determinación de la intensidad de la revisión depende, de igual modo, de la naturaleza 

del remedio solicitado por la parte demandante, dado que las medidas de carácter 

estructural y procedimental, tales como la obligación de revisar un plan o de fijar estadios 

de cumplimiento medibles, admiten un control más contenido en comparación con 
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aquellas órdenes que pretenden imponer cifras o trayectorias específicas. Únicamente 

cuando la insuficiencia es manifiesta y la Administración no acredita avances razonables 

pese a haber tenido oportunidades de corrección, los tribunales de estas jurisdicciones 

europeas han recurrido a la fijación de parámetros mínimos de resultado, preservando 

siempre los márgenes de elección técnica sobre los medios (HR, 2019). Esta tendencia 

confirma que el rigor del control se calibra en función de la diligencia estatal demostrada, 

priorizando el restablecimiento de la legalidad climática mediante mandatos que 

garanticen la efectividad de los derechos sin sustituir la potestad de planificación del 

Ejecutivo. 

El vínculo con el sistema internacional y europeo de transparencia añade un soporte 

adicional a esta modulación del control jurisdiccional, toda vez que la existencia de 

inventarios oficiales y obligaciones de reporte facilita un examen escalonado que permite 

pedir razones y comparar metas con resultados. Al ordenar ajustes cuando el rumbo estatal 

se aparta del nivel de protección exigible, se mantiene la deferencia necesaria si el proceso 

decisorio satisface los estándares de calidad y evaluación continua (Paris Agreement, 

2015, Regulation [EU] 2018/1999, Regulation [EU] 2021/1119). En definitiva, este 

enfoque dota de previsibilidad a la labor de los tribunales y orienta a los poderes públicos 

sobre las condiciones que reducen el riesgo de una intervención intensa, destacando la 

claridad de las metas, la coherencia de los instrumentos, la transparencia de los datos y la 

vigencia de mecanismos de corrección oportunos. 

 

4.2. Control de suficiencia y control de racionalidad: alcances y límites 

Distinguir entre control de racionalidad y control de suficiencia resulta esencial para 

articular una revisión judicial exigente sin desdibujar la separación de poderes. Esta 

distinción se inspira en la dogmática clásica del control de constitucionalidad y en su 

reformulación a la vista de la jurisprudencia climática comparada, particularmente en la 

transición del estándar aplicado por los tribunales neerlandeses y alemanes. Como ha 

desarrollado Pau de Vílchez (2022), la diferencia entre ambos controles no es meramente 

académica: refleja la tensión entre un constitucionalismo defensivo, que se limita a exigir 

procesos formalmente correctos, y un constitucionalismo garante, que verifica si la acción 

pública tiene capacidad real de proteger los derechos frente a riesgos graves. El control 

de racionalidad permite examinar si la decisión pública está motivada, si utiliza evidencia 
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pertinente y si mantiene una mínima congruencia con los fines legales. El control de 

suficiencia añade una pregunta ulterior: si, aun siendo formalmente razonable, la política 

posee capacidad real para proteger los derechos frente a un riesgo climático grave y 

previsible. Esta distinción evita dos errores simétricos: reducir el control a una mera 

revisión procedimental o convertir al juez en diseñador directo de la política climática. 

La jurisprudencia ha delimitado el alcance de ambas modalidades de control a lo largo de 

los últimos años, apoyándose exclusivamente en la mejor evidencia científica disponible. 

En los Países Bajos, la Corte Suprema partió de criterios de razonabilidad para acabar 

exigiendo un nivel mínimo de resultado fáctico ante la constatación de una divergencia 

persistente entre los objetivos climáticos y las medidas en vigor, concluyendo que el 

Estado debía garantizar un descenso suficiente de las emisiones para prevenir un 

incremento inaceptable del riesgo para la vida y la salud (HR, 2019, 

ECLI:NL:HR:2019:2007). Por su parte, el Tribunal Constitucional alemán determinó la 

insuficiencia de la normativa nacional al diferir una parte sustancial del esfuerzo de 

reducción a periodos posteriores, lo que comprimía de forma ilegítima el espacio de 

libertad de las generaciones venideras. En dicha resolución, el tribunal evitó la fijación 

de magnitudes numéricas concretas, pero ordenó la precisión de la trayectoria con 

criterios temporales definidos, avanzando desde el examen de racionalidad hacia una 

revisión de suficiencia temporal vinculada a la justicia intergeneracional (BVerfG, 2021). 

De manera convergente, la Gran Sala ha incidido en que las obligaciones positivas 

demandan decisiones informadas por la ciencia y sujetas a marcos de corrección efectivos 

que aseguren la operatividad de la protección en la práctica (ECtHR, 2024). 

El tránsito desde un examen de racionalidad hacia uno de suficiencia se ve impulsado por 

la presencia de indicadores verificables que revelan la existencia de un riesgo 

constitucional de primer orden. Tres señales resultan determinantes en este proceso de 

transición, destacando en primer lugar la brecha de implementación, entendida como la 

diferencia amplia y constante entre las reducciones requeridas por las metas legales y los 

resultados proyectados por las políticas vigentes. En segundo término, se sitúa la carencia 

de metas intermedias de cumplimiento o la inexistencia de mecanismos de ajuste que 

permitan corregir la trayectoria en tiempo oportuno. Finalmente, cobra importancia la 

adopción de una distribución temporal que traslada el peso de la mitigación hacia la 

década de 2035 sin garantías técnicas de aceleración, lo cual incrementa la deuda de 

reducción y la probabilidad de restricciones severas a los derechos en el futuro (IPCC, 
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2023; UNEP, 2023). Ante la concurrencia de estas circunstancias, la labor judicial puede 

evolucionar desde la exigencia de procesos de calidad hacia la demanda de evidencias de 

capacidad real para cumplir los fines climáticos. 

El control de suficiencia se sustenta en parámetros de carácter objetivo que evitan que el 

juez tenga que determinar magnitudes numéricas de forma discrecional. Los presupuestos 

de carbono y las sendas compatibles con el umbral de calentamiento de 1,5 a 2 grados 

proporcionan referencias sólidas para valorar si una meta resulta alcanzable con los 

instrumentos aprobados por el Ejecutivo. El sistema internacional de transparencia y 

balance global refuerza esta perspectiva al prever ciclos de información que anclan la 

necesidad de justificar y ajustar las políticas climáticas en función de la mejor evidencia 

disponible (Paris Agreement, 2015; IPCC, 2023). De este modo, la jurisdicción puede 

supervisar la suficiencia de la acción estatal sin suplantar el juicio técnico de la 

administración, limitándose a constatar la coherencia de la política y ordenar mejoras 

cuando el conjunto no alcanza el umbral mínimo de protección exigible. 

Los límites intrínsecos a cada modalidad de control resultan fundamentales para preservar 

el equilibrio entre los poderes del Estado. Mientras que el control de racionalidad no 

invalida opciones que, siendo discutibles, se encuentran debidamente motivadas; el de 

suficiencia no otorga una autorización para rediseñar políticas sectoriales específicas si 

existen alternativas idóneas. Su función primordial consiste en declarar la insuficiencia 

global del conjunto y requerir a la administración a que ajuste sus metas o sus 

instrumentos para asegurar resultados que sean compatibles con el goce de los derechos. 

En este sentido, la elección del remedio judicial debe ser congruente con el déficit 

detectado, de forma que si el problema es de naturaleza procedimental basten órdenes de 

motivación reforzada y transparencia, mientras que si se acredita una brecha sustantiva 

grave sea preciso imponer obligaciones estructurales con plazos y objetivos medibles 

(HR, 2019, BVerfG, 2021; ECtHR, 2024). 

La integración de sumideros y técnicas de remoción de carbono en la planificación 

nacional ofrece un ejemplo de esta distinción conceptual. Una política climática puede 

ser calificada como racional si contempla el potencial de captura futura, pero resultar 

insuficiente si apoya sus resultados en tecnologías que no han sido desplegadas a escala 

o en supuestos de optimismo técnico que carecen de estadios de progreso verificables. En 

este supuesto, el tribunal no se ve obligado a descartar el uso de dichas tecnologías, 

aunque sí puede determinar que la política no satisface el estándar de suficiencia y ordenar 
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la adopción de salvaguardas o de metas intermedias más exigentes que neutralicen el 

riesgo de incumplimiento (IPCC, 2021; 2023).  

En definitiva, se puede afirmar que el control de racionalidad asegura la adopción de 

decisiones informadas y transparentes mientras que el de suficiencia garantiza que tales 

decisiones posean la capacidad de proteger los derechos fundamentales frente a las 

amenazas del cambio climático. La práctica de los tribunales demuestra que ambos 

controles operan de forma complementaria y que su modulación depende de la calidad de 

los procesos decisorios y de la integridad de la progresión temporal de reducción de 

emisiones. Bajo este diseño de control, la jurisdicción constitucional contribuye a la 

efectividad de la acción climática sin invadir el espacio de definición de políticas que 

corresponde legítimamente a los poderes públicos (IPCC, 2021, 2023; UNEP, 2023; Paris 

Agreement, 2015; HR, 2019; BVerfG, 2021; ECtHR, 2024). 

 

4.3. Tipología de remedios estructurales y procedimentales 

La tipología de remedios climáticos debe construirse a partir de una idea rectora: corregir 

déficits de protección sin sustituir indebidamente la dirección política de la transición. 

Por eso, la práctica comparada favorece respuestas estructurales y procedimentales que 

obligan a revisar, concretar, informar y corregir, antes que órdenes de dirección material 

exhaustiva. La eficacia de estos remedios depende de su capacidad para reactivar la 

gobernanza climática, cerrar brechas verificadas y mantener abiertos márgenes 

suficientes de elección institucional sobre los medios concretos. 

A partir de la síntesis de la práctica comparada analizada en los capítulos precedentes y 

de las obligaciones positivas y los sistemas de transparencia vigentes en el ordenamiento 

internacional, resulta de gran utilidad organizar esta tipología en cuatro bloques 

propuestos como marco sistemático propio de este trabajo. En primer término, se sitúan 

los remedios de planificación y concreción normativa, los cuales incluyen mandatos para 

revisar leyes o planes climáticos bajo calendarios ciertos, la exigencia de metas 

intermedias vinculantes para 2030 y 2040 y la definición de presupuestos anuales que 

doten de operatividad al objetivo agregado. Este enfoque impide que la tutela de los 

derechos fundamentales permanezca en una esfera meramente enunciativa, alineando el 

andamiaje interno con los estándares de reporte y balance global que ya obligan a los 
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Estados a informar y corregir su trayectoria de forma periódica (Paris Agreement, 2015; 

Regulation [EU] 2018/1999; Regulation [EU] 2021/1119). 

En segundo lugar, se identifican los remedios orientados al seguimiento y la rendición de 

cuentas, los cuales comprenden la obligación de elaborar informes periódicos basados en 

indicadores verificables y la publicación de proyecciones comparables con las metas 

asumidas. La Gran Sala del Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha precisado que la 

efectividad de las obligaciones de protección depende de la adopción de decisiones 

informadas por la ciencia y de la existencia de marcos de evaluación reales, lo que 

legitima aquellas órdenes judiciales que institucionalizan estas prácticas en sistemas 

donde resultan inexistentes o insuficientes (ECtHR, 2024). Asimismo, en este bloque se 

integran las audiencias públicas o las sesiones de control parlamentario estructuradas a 

partir de dichos informes, puesto que estas herramientas incrementan la trazabilidad de la 

acción pública y el control democrático (Regulation [EU] 2018/1999). 

Un tercer bloque lo conforman los remedios de coordinación institucional y participación, 

cuya función es garantizar que la política climática no se fragmente en compartimentos 

estancos. La utilidad de estas medidas reside en la creación de mecanismos de gobernanza 

multinivel con cronogramas definidos y responsables identificados, favoreciendo la 

intervención de comités de expertos independientes que supervisen la coherencia de las 

medidas sectoriales. Este tipo de órdenes se orienta a asegurar la continuidad de las 

políticas climáticas esenciales mediante revisiones periódicas que validen la alineación 

de todos los departamentos ministeriales con las metas nacionales de reducción (BVerfG, 

2021; Regulation [EU] 2021/1119). 

Como cuarta categoría se distinguen los remedios de resultado mínimo, los cuales 

representan una respuesta de carácter excepcional reservada a supuestos de insuficiencia 

fáctica manifiesta y persistente. La Corte Suprema neerlandesa aceptó la fijación de un 

umbral de reducción de emisiones como piso de protección irrenunciable, reservando para 

el Estado la elección de los instrumentos específicos para alcanzarlo y manteniendo una 

verificación posterior del cumplimiento. Esta técnica se justifica cuando la brecha 

acreditada entre las metas y las políticas vigentes hace inviable la salvaguarda de los 

derechos si no se asegura un descenso mínimo de la carga contaminante en el corto plazo 

(HR, 2019). En el extremo opuesto, medidas como las moratorias generales o las 

prohibiciones amplias sobre categorías enteras de proyectos demandan una motivación 
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técnica muy cualificada y suelen presentar una menor compatibilidad con la separación 

de poderes cuando existen alternativas de mitigación idóneas. 

La selección del remedio judicial debe enlazarse de forma necesaria con el déficit de 

protección identificado y con el estándar probatorio aplicado durante el proceso. En los 

supuestos donde el problema principal reside en la calidad del proceso decisorio, 

caracterizado por la falta de motivación técnica o la opacidad de los datos, resultan 

suficientes las órdenes de transparencia, la realización de auditorías independientes y la 

revisión de planes con plazos determinados. No obstante, cuando la brecha es de carácter 

material debido a la inexistencia de metas intermedias o a la regresión normativa, cobran 

especial relevancia los mandatos de planificación con objetivos verificables y, en su caso, 

parámetros mínimos de resultado acotados temporalmente. La intergeneracionalidad 

funciona aquí como una cláusula de salvaguarda que permite exigir la redistribución 

temporal del esfuerzo de mitigación cuando la deuda de reducción acumulada 

compromete las libertades futuras, sin que ello exija necesariamente la fijación de cifras 

desde la sede judicial (BVerfG, 2021). 

La eficacia de estos remedios estructurales se encuentra supeditada a cuatro elementos de 

diseño que garantizan su viabilidad institucional. El primero consiste en el 

establecimiento de plazos realistas con estadios de cumplimiento intermedios que 

faciliten la verificación constante. El segundo requiere el uso de indicadores públicos que 

permitan medir los avances y que activen medidas automáticas de refuerzo en caso de 

detectarse desviaciones significativas. El tercero exige la definición de roles para órganos 

técnicos independientes con capacidad para recomendar ajustes técnicos. Finalmente, 

resulta esencial la inclusión de cláusulas de terminación de la supervisión vinculadas a la 

consolidación de un ciclo estable de revisión y corrección. Estos componentes, presentes 

en la gobernanza climática contemporánea, permiten que el remedio judicial funcione 

como un catalizador de la capacidad estatal en lugar de actuar como un sustituto del 

proceso democrático (Paris Agreement, 2015; Regulation [EU] 2018/1999). 

La articulación de estos remedios con instrumentos de carácter financiero y 

administrativo completa la tipología analizada. En el contexto europeo, la integración de 

la planificación climática en los presupuestos públicos y la revisión de las carteras de 

inversión estatal para evitar efectos de bloqueo de carbono se entiende como una medida 

de coherencia normativa esencial. Al ordenar que la financiación pública se alinee con la 

secuencia de reducción establecida, los tribunales consolidan la idoneidad del paquete de 
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remedios sin invadir la gestión presupuestaria ordinaria, fundamentándose siempre en la 

necesidad de evitar regresiones no justificadas que pongan en riesgo el cumplimiento de 

las metas legales (Regulation [EU] 2021/1119; ECtHR, 2024). 

Como conclusión de este análisis, la coherencia entre los remedios y los principios de 

precaución y no regresión exige el mantenimiento de salvaguardas estrictas frente a 

posibles retrocesos institucionales. La eliminación de informes técnicos, la relajación de 

los indicadores de seguimiento o la supresión de los órganos evaluadores independientes 

debilitan la protección de los derechos y pueden justificar por sí solas órdenes judiciales 

de restablecimiento de las garantías mínimas de transparencia. Estas medidas no imponen 

políticas materiales concretas, pero sí aseguran unas condiciones de gobernanza que 

resultan compatibles con las obligaciones positivas de protección en contextos de riesgo 

grave y previsible para la integridad de los sistemas biofísicos y los derechos humanos 

(Paris Agreement, 2015; Rio Declaration, 1992, IPCC, 2023).  

 

4.4. Órdenes cuantitativas y riesgos de sustitución de la decisión política 

Las órdenes judiciales cuantitativas representan la forma más intensa de intervención 

judicial en materia climática y, por ello, requieren una justificación particularmente 

rigurosa. Su admisibilidad depende de demostrar que existe una insuficiencia material 

persistente, que el ordenamiento ofrece un anclaje normativo o científico reconocible para 

el parámetro fijado y que los remedios menos intrusivos se han revelado insuficientes. 

Entendidas así, estas órdenes no equivalen a una sustitución general de la política 

climática, sino a la fijación excepcional de un umbral mínimo de protección cuando la 

demora estatal vuelve inútil cualquier respuesta más deferente. 

La compatibilidad de las órdenes cuantitativas con el principio de separación de poderes 

se incrementa cuando estas se presentan como pisos de protección de carácter 

excepcional, acotados temporalmente y conectados de forma directa con obligaciones ya 

reconocidas en el ordenamiento. Resulta académicamente más sólido vincular un 

parámetro mínimo de cumplimiento a las metas legales internas, a los compromisos 

asumidos en el plano internacional o a los criterios de suficiencia derivados de los 

presupuestos de carbono, puesto que tales referencias reducen la discrecionalidad judicial 

y aumentan la trazabilidad del remedio aplicado (Paris Agreement, 2015; Regulation [EU] 

2021/1119). También contribuye a esta armonía institucional el diseño de un itinerario de 
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salida que incorpore una supervisión temporal y una verificación pública basada en 

indicadores objetivos, de modo que el tribunal no se transforme en un gestor de la política 

climática, sino que actúe como garante de un nivel mínimo de protección mientras se 

restablecen las condiciones ordinarias de gobernanza administrativa (HR, 2019). 

Los riesgos inherentes a la adopción de órdenes cuantitativas deben ser identificados y 

mitigados con el fin de evitar efectos contraproducentes en la ejecución de la política 

pública. Un mandato numérico carente de la calibración técnica necesaria puede generar 

rigideces que dificulten los ajustes eficientes entre los distintos sectores económicos, 

especialmente en contextos caracterizados por la innovación tecnológica rápida o por la 

concurrencia de choques exógenos. Adicionalmente, existe el peligro de que la 

administración intente satisfacer formalmente la orden judicial mediante un recurso 

excesivo a los sumideros biológicos o a remociones tecnológicas de carácter incierto, 

provocando con ello un traslado indebido de las cargas de mitigación hacia el futuro. La 

previsión de salvaguardas específicas, tales como la diferenciación entre las reducciones 

de emisiones en origen y las remociones posteriores, reduce este riesgo y alinea el 

remedio judicial con la mejor evidencia científica disponible (IPCC, 2021, 2023; UNEP, 

2023). Al respecto, Jacqueline Peel (2018) advierte que la legitimidad de la intervención 

judicial depende de su capacidad para actuar como un «catalizador regulatorio»; es decir, 

el tribunal no debe pretender gestionar la transición energética, sino imponer las metas de 

resultado que obliguen a la Administración a activar sus propias capacidades técnicas y 

administrativas para cerrar la brecha de implementación. 

La proporcionalidad de una orden de carácter cuantitativo depende de la valoración de las 

alternativas disponibles y de la gravedad de los déficits de protección que hayan sido 

acreditados durante el proceso. El tribunal tiene la carga de justificar por qué los remedios 

de naturaleza estructural o procedimental no resultan bastantes en el caso concreto, 

especialmente cuando la ausencia de metas intermedias y la regresión normativa persisten 

a pesar de la existencia de órdenes previas de revisión y transparencia. En tales escenarios, 

la fijación de un parámetro mínimo de resultado se posiciona como una medida necesaria 

para prevenir un incremento del riesgo para los derechos, siempre que se garantice un 

margen razonable de elección sobre los instrumentos de ejecución y que el control se 

limite temporalmente a la verificación del umbral ordenado (HR, 2019; BVerfG, 2021). 

La coordinación de estas medidas con los sistemas de transparencia y con la intervención 

de órganos técnicos independientes incrementa la viabilidad práctica de las órdenes 



37 

 

cuantitativas. La publicación de inventarios y proyecciones comparables, junto con los 

ciclos de reporte previstos en la gobernanza climática internacional, proporciona el 

soporte metodológico indispensable para medir el grado de cumplimiento y ajustar el 

remedio si la aparición de nueva evidencia científica aconseja una modificación de la 

senda. Este enfoque minimiza el riesgo de petrificar decisiones judiciales frente a una 

realidad cambiante y mejora la adaptabilidad de la tutela jurisdiccional en contextos de 

incertidumbre técnica (Paris Agreement, 2015; Regulation [EU] 2018/1999; EEA, 2023). 

El vínculo con el principio de justicia intergeneracional aporta un criterio de ponderación 

adicional para determinar la procedencia de una orden de naturaleza cuantitativa. Cuando 

se constata que la distribución temporal del esfuerzo estatal desplaza de manera sustantiva 

la reducción de emisiones hacia la década de 2035 y no se ofrecen garantías creíbles de 

aceleración, el riesgo de que se produzcan restricciones futuras a los derechos 

fundamentales aumenta significativamente. Ante esta deriva, la necesidad de asegurar un 

descenso mínimo inmediato que evite la acumulación de una deuda de reducción 

inmanejable puede justificar un parámetro cuantitativo limitado al corto plazo, siempre 

que se demuestre que la alternativa de remedios puramente procedimentales no resulta 

suficiente para neutralizar el riesgo detectado. Este tipo de intervención, centrado en la 

redistribución del esfuerzo, ha permitido en la práctica europea reencauzar la 

planificación estatal sin necesidad de que el juez asuma funciones técnicas de carácter 

ejecutivo (BVerfG, 2021; IPCC, 2023). 

Para concluir, y a modo de síntesis propositiva derivada de la práctica comparada y de los 

principios de gobernanza climática analizados, se puede establecer que un conjunto de 

reglas de diseño debe guiar la decisión jurisdiccional sobre la procedencia de una orden 

cuantitativa, destacando la regla de necesidad, que exige probar la insuficiencia de otras 

respuestas, y la regla de anclaje, que pide vincular el parámetro a metas legales o 

estándares de suficiencia derivados de la ciencia. A estas se añaden la regla de 

temporalidad, que aconseja una supervisión limitada, la regla de verificabilidad, que 

reclama el uso de indicadores públicos, y la regla de flexibilidad, que requiere prever 

mecanismos de revisión ante cambios en los supuestos científicos. La aplicación conjunta 

de estas directrices, que encuentran respaldo en la jurisprudencia de la Corte Suprema 

neerlandesa, el Tribunal Constitucional Federal alemán y el TEDH, minimiza los riesgos 

de sustitución de la decisión política y fortalece la coherencia entre el remedio judicial y 
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el sistema de gobernanza climática global (Paris Agreement, 2015; Regulation [EU] 

2018/1999; HR, 2019; BVerfG, 2021; ECtHR, 2024).  

 

5. Jurisprudencia comparada: estándares, argumentos y remedios 

El examen comparado se organiza en torno a tres decisiones que constituyen los pilares 

del constitucionalismo climático europeo, presentadas en orden cronológico: Urgenda 

Foundation v. State of the Netherlands (Hoge Raad, 20 de diciembre de 2019, 

ECLI:NL:HR:2019:2007); Neubauer et al. v. Germany (BVerfG, 24 de marzo de 2021, 1 

BvR 2656/18); y Verein KlimaSeniorinnen Schweiz and Others v. Switzerland (ECtHR, 

Gran Sala, 9 de abril de 2024, App no 53600/20). Consideradas conjuntamente, estas 

resoluciones muestran el tránsito desde un control centrado en la mera razonabilidad 

formal hacia un escrutinio de suficiencia capaz de evaluar trayectorias de reducción, 

presupuestos de carbono y remedios institucionalmente compatibles con la separación de 

poderes. Además, su estudio comparado permite observar cómo los deberes de 

protección, la justicia intergeneracional y la calidad de la prueba científica se han 

convertido en ejes de la argumentación climática contemporánea. 

Del conjunto de estas decisiones emerge un esquema de control en tres niveles. En primer 

lugar, un examen procedimental de la calidad decisoria, centrado en la motivación 

técnica, la transparencia de los datos y el uso de la mejor evidencia disponible. En 

segundo término, un examen material de suficiencia que contrasta metas, trayectorias e 

instrumentos con referencias verificables, en particular con la distribución temporal del 

esfuerzo de mitigación y con las brechas de implementación. Finalmente, una teoría de 

los remedios graduados que prioriza las órdenes de revisión, los plazos realistas y los 

ciclos de seguimiento, reservando los parámetros cuantitativos mínimos para escenarios 

de insuficiencia grave y persistente. Esta secuencia es valiosa porque permite reforzar la 

tutela de los derechos sin convertir al juez en sustituto del regulador climático. 

 

5.1. Países Bajos: suficiencia de políticas y deber estatal de mitigación 

El itinerario neerlandés culminado en Urgenda fue decisivo para demostrar que la revisión 

judicial de la política climática puede exigir resultados mínimos cuando la distancia entre 

metas y medidas amenaza derechos fundamentales. La Corte Suprema partió de un riesgo 
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serio y previsible para la vida y el bienestar de la población, contrastó ese riesgo con la 

brecha existente entre la reducción necesaria y la acción realmente emprendida y 

concluyó que el Estado debía garantizar un umbral mínimo de mitigación. El punto 

decisivo no fue, por tanto, la mera existencia de una política climática, sino su 

insuficiencia material para ofrecer un nivel de protección jurídicamente aceptable. 

La fuerza jurídica del caso reside en la articulación entre el deber de cuidado del derecho 

interno y las obligaciones positivas derivadas de los artículos 2 y 8 del Convenio Europeo 

de Derechos Humanos17. A partir de esa combinación, la Corte Suprema sostuvo que, ante 

un riesgo grave y científicamente acreditado, el Estado no puede refugiarse en la modestia 

relativa de su contribución global para justificar una respuesta insuficiente. Lo exigible 

es la adopción de medidas razonables y proporcionadas a la vista de la mejor evidencia 

disponible y de los compromisos climáticos asumidos, lo que convierte el deber de 

diligencia en un estándar de efectividad y no solo de corrección formal. 

El paso de la racionalidad a la suficiencia se hizo posible mediante el uso de indicadores 

verificables. La sentencia no se limitó a revisar la motivación abstracta de la política, sino 

que contrastó objetivos agregados, senda real de emisiones y ventanas temporales críticas, 

poniendo de relieve una brecha de implementación que vaciaba de eficacia la protección 

prometida. En este sentido, Urgenda anticipa un rasgo central de la litigación climática 

posterior: la posibilidad de fundamentar la lesión constitucional no en un acto aislado, 

sino en la insuficiencia estructural del conjunto de la política pública frente a una 

trayectoria científicamente identificable. 

La objeción de separación de poderes fue resuelta mediante un remedio cuidadosamente 

calibrado. El tribunal impuso un piso mínimo de resultado para un periodo concreto, pero 

dejó en manos de las autoridades la elección de las herramientas regulatorias, 

presupuestarias o administrativas necesarias para alcanzarlo. De este modo, la sentencia 

no administró la transición, sino que activó una obligación de cierre de la brecha. Esa 

técnica convierte la orden cuantitativa en un instrumento excepcional de garantía, 

legítimo cuando la insuficiencia está acreditada y cuando las respuestas puramente 

procedimentales ya no bastan para proteger los derechos en tiempo útil. 

 
17 Convention for the Protection of Human Rights and Fundamental Freedoms (European Convention on 

Human Rights, as amended) (ECHR) arts 2, 8. 
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Las lecciones del caso neerlandés son especialmente útiles para la matriz de control 

propuesta en este trabajo. Primero, que una brecha persistente entre fines y medios puede 

activar un control material de suficiencia y no solo de racionalidad. Segundo, que la 

coherencia interna entre metas, trayectoria e instrumentos condiciona el grado de 

deferencia judicial: cuanto más débil sea esa coherencia, mayor será la intensidad del 

escrutinio.  Y tercero, que la temporalidad del esfuerzo posee relevancia constitucional 

propia, porque retrasar reducciones necesarias aumenta el riesgo actual y agrava la carga 

futura de mitigación. 

Urgenda también ofrece un criterio útil sobre la procedencia de órdenes numéricas en 

litigios climáticos. Estas medidas solo resultan sólidas cuando existen metas reconocibles 

en el ordenamiento, cuando la ciencia identifica una ventana crítica de actuación y cuando 

la experiencia demuestra que las medidas de revisión o transparencia no bastan para 

corregir la divergencia. Bajo esas condiciones, el parámetro cuantitativo funciona como 

un umbral temporal de protección y no como una sustitución permanente del regulador. 

De ahí que su legitimidad dependa tanto de su necesidad como de su carácter acotado y 

verificable. 

  

5.2. Alemania: libertades futuras, deuda de reducción y concreción normativa 

La decisión del Tribunal Constitucional Federal alemán de 24 de marzo de 2021 introdujo 

una lectura intertemporal de los derechos fundamentales que hoy constituye uno de los 

referentes de la justicia climática. Su aportación central consiste en afirmar que una 

mitigación insuficiente en el presente comprime anticipadamente los espacios de libertad 

del futuro, porque consume una parte desproporcionada del presupuesto de emisiones 

remanente y obliga a imponer después restricciones mucho más severas. De este modo, 

el problema constitucional ya no se localiza solo en el daño climático futuro, sino en la 

distribución temporal de la carga de reducción y en el modo en que esa distribución 

condiciona las oportunidades vitales de las generaciones venideras. La doctrina ha 

recibido esta resolución como un hito en el constitucionalismo climático: autores como 

Gerd Winter (2022) han subrayado su carácter innovador al convertir el presupuesto de 

carbono en un parámetro de control constitucional, mientras que Jürgen Bast y Felix 

Ekardt (2021) han destacado la dimensión intertemporal como una contribución original 
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a la dogmática de los derechos fundamentales18. Por su parte, Gastón Médici Colombo 

(2023) ha situado esta resolución en el marco más amplio de la «constitucionalización del 

clima», argumentando que la sentencia alemana inaugura un modelo de control que 

supera la lógica binaria de constitucionalidad/inconstitucionalidad para exigir una 

justificación dinámica y progresiva de la acción estatal. 

El parámetro de control desplegado por el tribunal combina suficiencia, coherencia e 

intergeneracionalidad. En términos de suficiencia, la resolución asume que el presupuesto 

de carbono puede operar como referencia técnica legítima para valorar la razonabilidad 

temporal de la política climática. En términos de coherencia, exige una conexión real 

entre metas, calendarios e instrumentos, de manera que el cumplimiento no quede 

pospuesto a una fase tardía e incierta de la descarbonización. Y, en términos de justicia 

intergeneracional, impide que el legislador descargue sobre el futuro una fracción 

excesiva del esfuerzo, porque ello restringiría de forma desproporcionada las libertades 

de quienes todavía no han participado en la generación del problema. 

La sofisticación de la respuesta alemana reside, en buena medida, en su técnica remedial. 

El tribunal no fijó porcentajes concretos de reducción, pero declaró insuficiente el diseño 

normativo por carecer de una senda suficientemente determinada para el periodo posterior 

a 2030 y ordenó al legislador completar ese vacío. La decisión, por tanto, intensifica el 

control sin absorber la función planificadora del poder político: obliga a concretar, 

justificar y temporalizar mejor la política climática, pero deja abierta la selección de los 

medios sectoriales específicos. Esa combinación entre exigencia material y contención 

institucional explica su relevancia como modelo de remedio estructural compatible con 

la separación de poderes. 

La experiencia alemana ofrece, además, varias lecciones metodológicas de primer orden. 

La primera es la aceptación judicial de categorías científicas complejas, como el 

presupuesto de carbono, siempre que el Estado explicite sus supuestos y márgenes de 

incertidumbre. La segunda es la centralidad de los hitos intermedios: sin estadios 

verificables de cumplimiento, la promesa de neutralidad climática carece de densidad 

jurídica suficiente. La tercera es la preferencia por remedios de concreción normativa y 

 
18 Gerd Winter, ‘The Intergenerational Effect of Fundamental Rights: A Contribution of the German Federal 

Constitutional Court to Climate Protection’ (2022) 34 Journal of Environmental Law 341; Jürgen Bast y 

Felix Ekardt, ‘Climate Law and the German Basic Law’ (2021) 22 German Law Journal 1423; Gastón 

Médici Colombo, Litigación climática y derechos humanos: la constitucionalización del clima en 

perspectiva comparada (Marcial Pons 2023) 187-215.  
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seguimiento antes que por órdenes de dirección material exhaustiva. En conjunto, el caso 

demuestra que la evidencia científica puede incorporarse al razonamiento constitucional 

sin convertir al juez en árbitro de controversias puramente técnicas. 

La conexión entre diligencia debida, progresión y no regresión completa el valor de esta 

jurisprudencia. Una vez que el legislador ha definido calendarios, metas y herramientas 

de seguimiento, cualquier relajación posterior de la ambición climática exige una 

motivación reforzada, porque puede reabrir la compresión temporal de libertades que el 

tribunal precisamente quiso evitar. Leída junto con la doctrina de las obligaciones 

climáticas dinámicas, la decisión alemana confirma que la suficiencia no depende solo 

del objetivo final declarado, sino de la constancia y credibilidad del camino elegido para 

alcanzarlo. 

La principal enseñanza del caso alemán es, en definitiva, que la justicia intergeneracional 

puede operar como un criterio jurídico operativo y no como una mera apelación retórica. 

Cuando el control constitucional verifica cómo se reparte en el tiempo el esfuerzo de 

mitigación, exige justificación ante cualquier desplazamiento desproporcionado de cargas 

y reclama metas intermedias verificables, las libertades futuras adquieren protección 

efectiva sin que el tribunal tenga que diseñar la transición energética en detalle. Las 

implicaciones de esta doctrina para el futuro son considerables: al establecer que la 

inacción presente genera una deuda constitucional exigible, la resolución abre la puerta a 

que otros tribunales constitucionales y supranacionales apliquen un escrutinio 

intertemporal análogo, sometiendo cada ciclo de planificación a una evaluación de 

suficiencia que impida el aplazamiento indefinido de la descarbonización. A mi juicio, la 

verdadera potencia transformadora de esta sentencia reside en su efecto de irradiación: si 

el diferimiento del esfuerzo es constitucionalmente censurable en Alemania, resulta difícil 

sostener que no lo sea allí donde concurren condiciones análogas de riesgo, capacidad y 

compromiso internacional. De hecho, como observa Setzer (2024), la decisión alemana 

ya ha operado como «precedente persuasivo» en jurisdicciones tan diversas como Corea 

del Sur y Brasil, lo que sugiere que estamos ante un estándar emergente del 

constitucionalismo climático global. Por ello, la experiencia alemana representa una de 

las formulaciones más refinadas de un control de suficiencia temporalmente orientado.  
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5.3. Tribunal Europeo de Derechos Humanos (2024): obligaciones positivas, 

prueba y margen de apreciación 

La sentencia de Gran Sala en Verein KlimaSeniorinnen Schweiz and Others v Switzerland 

ha fijado, en el ámbito europeo de derechos humanos, un estándar de gran relevancia para 

el control de las políticas climáticas. Su importancia radica en reconocer que el cambio 

climático puede comprometer directamente derechos protegidos por el Convenio y que, 

por tanto, los Estados están sujetos a obligaciones positivas de protección que deben 

materializarse en marcos regulatorios efectivos. El Tribunal no se conforma con 

compromisos programáticos: exige metas temporales, trayectorias verificables y 

mecanismos de seguimiento capaces de traducir la ambición climática en acción pública 

controlable19. 

La estructura del examen adoptado por el TEDH puede descomponerse en cuatro piezas. 

La primera es un deber de diligencia climática asentado en decisiones informadas por la 

ciencia y suficientemente motivadas. La segunda es la exigencia de procesos de 

evaluación y revisión periódica que permitan corregir la trayectoria cuando la evidencia 

o los resultados así lo aconsejen. La tercera es la verificación de la congruencia entre fines 

e instrumentos mediante indicadores capaces de captar desviaciones, brechas y retrasos. 

La cuarta es una concepción condicionada del margen de apreciación estatal, que 

disminuye cuando faltan metas intermedias, control independiente o explicaciones 

plausibles sobre la insuficiencia detectada. 

Particular importancia presenta el estándar probatorio asumido por la Gran Sala. Frente a 

la objeción clásica de la causalidad difusa, el tribunal acepta que la combinación de 

evidencia científica consolidada, inventarios oficiales y proyecciones nacionales puede 

bastar para acreditar un riesgo serio y plausible para los derechos cuando el marco estatal 

es insuficiente. Esta aproximación no exige identificar un acto singular como causa 

exclusiva del daño, sino demostrar que la estructura regulatoria no ofrece una respuesta 

adecuada frente a un peligro grave y previsible. La consecuencia es metodológicamente 

decisiva: los tribunales internos disponen de una base sólida para utilizar presupuestos de 

carbono, trayectorias de reducción y brechas de implementación como insumos del 

control, siempre que expliciten sus supuestos y márgenes de incertidumbre. 

 
19 KlimaSeniorinnen (n 5). 
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En el plano remedial, la sentencia europea confirma la preferencia por respuestas 

estructurales antes que por órdenes de microgestión. La declaración de incumplimiento 

se acompaña de la exigencia de adecuar el marco interno a estándares de evaluación, 

corrección y seguimiento efectivos, pero sin imponer cifras concretas ni sustituir la 

planificación sectorial propia del Ejecutivo. Esta técnica resulta especialmente relevante 

para el constitucionalismo climático porque demuestra que es posible exigir efectividad, 

trazabilidad y revisión continua sin anular la autonomía institucional del Estado 

demandado. 

El contraste con Duarte Agostinho permite precisar los límites del sistema europeo. Al 

declarar inadmisible esa demanda por razones de competencia territorial y por falta de 

agotamiento de las vías internas, la Gran Sala dejó claro que Estrasburgo no actúa como 

supervisor general de la política climática global. Pero esa contención jurisdiccional no 

debilita la doctrina material de KlimaSeniorinnen; al contrario, reafirma la centralidad de 

las instituciones nacionales como primer espacio de garantía y reserva al TEDH una 

función de fijación de estándares mínimos y corrección de déficits manifiestos de 

protección. 

De esta jurisprudencia europea pueden extraerse tres pautas de especial relevancia. La 

primera es que la justiciabilidad climática depende en buena medida de que el 

ordenamiento interno transforme metas abstractas en trayectorias evaluables. La segunda 

es que el margen de apreciación se gana mediante transparencia, justificación y control 

efectivo, no mediante declaraciones de intención. La tercera es que los remedios más 

compatibles con el Convenio son aquellos que obligan a revisar, motivar y corregir, 

reservando las órdenes de resultado para escenarios en los que la insuficiencia acreditada 

haga inútiles otras respuestas menos intensas. Bajo este prisma, KlimaSeniorinnen 

fortalece la idea de una tutela climática exigente, pero institucionalmente disciplinada. 

 

5.4. Síntesis comparada: convergencias, divergencias y lecciones trasladables 

La comparación entre las resoluciones de la Corte Suprema de los Países Bajos 

(Urgenda), el Tribunal Constitucional Federal alemán (Neubauer) y la Gran Sala del 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos (KlimaSeniorinnen) permite identificar un 

núcleo común de estándares y, al mismo tiempo, diferencias relevantes de diseño 

institucional. La principal convergencia radica en que las tres resoluciones asumen que el 



45 

 

cambio climático genera riesgos serios y plausibles para los derechos fundamentales y 

que, por ello, activa deberes estatales de protección que no pueden reducirse a una retórica 

programática. Esa convergencia se traduce en la exigencia de metas intermedias, 

trayectorias temporalizadas, motivación técnica suficiente y marcos de evaluación 

capaces de detectar y corregir desviaciones. 

También existe una coincidencia sustantiva en el recurso a referencias objetivables para 

valorar la suficiencia de la acción estatal. El presupuesto de carbono, las ventanas 

temporales críticas y los ciclos de transparencia funcionan, en grados distintos, como 

soportes técnicos del razonamiento judicial. Alemania los utiliza para impedir el 

diferimiento excesivo del esfuerzo; los Países Bajos, para justificar un mínimo de 

protección frente a una brecha demostrada; y el TEDH, para exigir una estructura de 

evaluación y corrección capaz de transformar obligaciones generales en gobernanza 

climática efectiva. En todos los casos, la intergeneracionalidad deja de ser un argumento 

abstracto y pasa a operar como criterio de control sobre la distribución temporal del 

sacrificio. 

Las divergencias aparecen, sobre todo, en la intensidad del remedio y en el grado de 

concreción del mandato judicial. Urgenda admitió un piso mínimo de resultado ante una 

insuficiencia material persistente; Neubauer prefirió ordenar concreción normativa y 

redistribución temporal del esfuerzo sin fijar porcentajes; y la Gran Sala europea 

concentró su escrutinio en la calidad del marco interno y en la efectividad de los 

mecanismos de revisión. Estas diferencias no desmienten la existencia de un canon 

común, sino que muestran cómo ese canon puede modularse en función del foro, del tipo 

de pretensión y del grado de demostración de la brecha protectora. 

De esta síntesis se desprenden cinco lecciones trasladables para la matriz de control 

constitucional propuesta. Primera, la suficiencia debe medirse mediante indicadores que 

conecten las metas con las políticas realmente vigentes. Segunda, la intergeneracionalidad 

exige examinar cómo se distribuye el esfuerzo de reducción en el tiempo y no solo qué 

objetivo final se proclama. Tercera, la transparencia, la trazabilidad de los datos y la 

evaluación independiente condicionan el nivel de deferencia judicial. Cuarta, los 

remedios estructurales y procedimentales deben constituir la respuesta ordinaria. Quinta, 

las órdenes cuantitativas solo se justifican cuando la insuficiencia es manifiesta, 

persistente y refractaria a remedios menos invasivos. 
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En definitiva, la práctica comparada confirma que un control judicial que combine 

racionalidad procedimental y suficiencia material puede reforzar la efectividad de la 

acción climática sin invadir la esfera propia de definición de políticas públicas. La clave 

no reside en judicializar cualquier desacuerdo sobre la transición ecológica y energética, 

sino en disponer de un parámetro técnico-jurídico que permita distinguir entre 

discrecionalidad legítima e insuficiencia constitucionalmente intolerable. Utilizado de 

este modo, el presupuesto de carbono deja de ser una categoría exclusivamente científica 

para convertirse en una referencia de trazabilidad normativa y de justicia temporal. Esa 

es, precisamente, la premisa sobre la que descansa la propuesta de matriz que se desarrolla 

en el capítulo siguiente.  

 

6. Propuesta: Matriz de Control Constitucional del Presupuesto 

Climático (MCC-PC) 

Con el objetivo de trasladar a la práctica judicial los estándares de suficiencia, coherencia, 

no regresión e intergeneracionalidad desarrollados en los capítulos precedentes, la Matriz 

de Control Constitucional del Presupuesto Climático (MCC-PC) organiza el escrutinio en 

tres capas que se aplican de manera secuencial y acumulativa. La primera es una capa de 

evaluación material que verifica si metas, trayectorias e instrumentos permiten alcanzar 

objetivos temporales compatibles con el presupuesto de carbono y con la contribución 

justa, prestando atención a la distribución temporal del esfuerzo y a los riesgos de diferir 

reducciones hacia 2035-2040 (IPCC, 2021; IPCC, 2023; UNEP, 2023). La segunda es una 

capa de evaluación procedimental que comprueba la transparencia de supuestos, el 

seguimiento con indicadores verificables, la evaluación independiente y los ciclos de 

revisión y corrección, en coherencia con el marco de transparencia y balance global del 

Acuerdo de París y con la gobernanza climática europea (Paris Agreement, 2015, arts. 13-

14; Regulation [EU] 2018/1999; Regulation [EU] 2021/1119). La tercera es una capa 

remedial que selecciona la respuesta compatible con la separación de poderes en función 

del déficit constatado, privilegiando órdenes estructurales y procedimentales y reservando 

parámetros cuantitativos para escenarios de insuficiencia manifiesta y persistente, según 

ilustran los casos Urgenda, Neubauer y KlimaSeniorinnen.  
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La MCC-PC aspira a operar como una guía práctica para tribunales y decisores públicos. 

Permite identificar señales de suficiencia o de insuficiencia con base en evidencia 

aceptada, asigna la carga argumentativa en función de la asimetría de información y 

condiciona la deferencia al cumplimiento de estándares de proceso y de evaluación 

efectiva. Con ello, el control se centra en pedir razones, verificar consistencia y ordenar 

ajustes proporcionados, evitando sustituir la elección de instrumentos cuando existan 

alternativas idóneas para alcanzar los fines constitucionales (Paris Agreement, 2015, arts. 

4.3, 13-14; Urgenda; Neubauer; KlimaSeniorinnen). 

 

6.1. Criterios de evaluación: suficiencia, coherencia, no regresión e 

intergeneracionalidad 

Definir criterios claros reduce la discrecionalidad y mejora la previsibilidad del control. 

La MCC-PC fija cuatro criterios con sus respectivas reglas operativas, fuentes probatorias 

y señales de alerta. 

Suficiencia. Se entiende como la capacidad de la política en cuestión para alcanzar metas 

intermedias y finales compatibles con el presupuesto de carbono y con una contribución 

justa (entendida como la cuota de esfuerzo que corresponde a cada Estado en función de 

su responsabilidad histórica, su capacidad económica y sus compromisos 

internacionales). La regla operativa exige comprobar que la senda nacional se alinea con 

trayectorias compatibles con 1,5-2 °C considerando probabilidad explícita, tratamiento 

de gases no CO₂ (como el metano, el óxido nitroso o los gases fluorados, que poseen un 

alto potencial de calentamiento global y exigen estrategias de mitigación separadas) y uso 

prudente de sumideros y remociones. La prueba incorpora inventarios, proyecciones, 

presupuestos y referencias comparativas de esfuerzo, además de los ciclos de 

transparencia y balance previstos internacionalmente (IPCC, 2021; IPCC, 2023; UNEP, 

2023; Paris Agreement, 2015, arts. 13-14). Señales de alerta incluyen la brecha amplia y 

persistente entre reducciones requeridas y reducciones esperadas con políticas vigentes, 

la falta de metas intermedias vinculantes y la dependencia determinante de remociones 

no desplegadas a escala (HR, 20 December 2019, ECLI:NL:HR:2019:2007; IPCC, 2023). 

Coherencia. Se refiere a la consistencia interna entre metas, trayectorias y estructura 

instrumental, así como a la congruencia normativa de decisiones sectoriales con la senda 

de emisiones. La regla operativa requiere metas de 2030 y 2040 con respaldo jurídico, 
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trayectorias anuales o plurianuales y medidas sectoriales operativas y financiadas. 

También demanda mecanismos de corrección con revisión periódica y medidas de 

refuerzo cuando se detecten desviaciones. La prueba incluye indicadores de ritmo anual 

de reducción, cobertura sectorial y brecha de implementación, además de auditoría 

técnica independiente (IPCC, 2023; Regulation [EU] 2018/1999; Regulation [EU] 

2021/1119). Señales de alerta aparecen cuando inversiones y autorizaciones contradicen 

la senda o cuando se relajan sistemas de seguimiento y evaluación de forma que impidan 

la detección temprana de desvíos (BVerfG, 24 March 2021, 1 BvR 2656/18 et al.; ECtHR, 

9 April 2024, App no 53600/20). 

No regresión. Implica prohibir retrocesos injustificados en el nivel de protección 

alcanzado, tanto en términos sustantivos como procedimentales. La regla operativa exige 

motivación cualificada para cualquier rebaja de metas, eliminación de instrumentos 

eficaces o relajación de indicadores y sistemas de seguimiento. Esta motivación debe 

demostrar necesidad pública, evaluar alternativas menos lesivas, prever medidas 

compensatorias con indicadores y fijar un calendario de revisión. La prueba se apoya en 

los ciclos de transparencia y balance y en los informes de progreso que permiten detectar 

regresiones y corregirlas a tiempo (Paris Agreement, 2015, arts. 4.3, 13-14; Regulation 

[EU] 2021/1119; Regulation [EU] 2018/1999). Señales de alerta incluyen el aumento no 

justificado de la «deuda de reducción», la sustitución de reducciones en origen por 

remociones inciertas y la supresión de órganos evaluadores o de informes obligatorios 

(IPCC, 2021; IPCC, 2023; UNEP, 2023). 

Intergeneracionalidad. Funciona como límite temporal efectivo al reparto de la carga de 

mitigación. La regla operativa impide concentrar de manera desproporcionada el esfuerzo 

después de 2035 sin justificación cualificada y sin salvaguardas verificables y 

técnicamente sustentadas. Exige publicar la carga acumulada prevista hasta 2030 y 2040, 

la distribución del esfuerzo por décadas y la pendiente de reducción necesaria a partir de 

2035, con supuestos transparentes sobre gases no CO₂ y sumideros. La prueba utiliza 

presupuestos de carbono, inventarios y proyecciones, y se articula con evaluaciones 

independientes que valoran la «deuda de reducción» y los riesgos de compresión de 

libertades futuras (IPCC, 2021; IPCC, 2023). Señales de alerta emergen cuando la senda 

difiere gran parte del esfuerzo a 2035-2040 sin hitos intermedios ni planes de 

contingencia, situación que el Tribunal Constitucional alemán consideró 
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constitucionalmente problemática por su efecto de compresión anticipada de opciones 

(BVerfG, 24 March 2021, 1 BvR 2656/18 et al.). 

Para facilitar la aplicación de estos criterios, la MCC-PC establece reglas metodológicas 

transversales. En primer lugar, transparencia de supuestos, fuentes y parámetros, con 

publicación de probabilidades asociadas al objetivo térmico, tratamiento de gases 

distintos del CO₂ y escenarios de sumideros y remociones. En segundo lugar, trazabilidad 

entre metas, instrumentos e impactos esperados en toneladas, con series comparables y 

desagregación sectorial. En tercer lugar, revisión periódica con capacidad real de ajuste, 

en línea con el régimen de transparencia y el balance global. En cuarto lugar, 

desplazamiento parcial de la carga argumentativa hacia el Estado una vez que la parte 

actora acredita, con evidencia creíble, una brecha relevante o un reparto temporal que 

incrementa de forma sensible la deuda de reducción, dado que la administración dispone 

de mayor acceso a datos y modelos (Paris Agreement, 2015, arts. 13-14; ECtHR, 9 April 

2024, App no 53600/20; HR, 20 December 2019, ECLI:NL:HR:2019:2007). 

La combinación de estos criterios con reglas claras de evidencia y con el marco de 

transparencia internacional y europea permite un control judicial exigente y 

proporcionado. Los tribunales pueden verificar suficiencia y coherencia, exigir 

explicaciones cuando detectan regresiones o traslados injustificados de carga al futuro y 

seleccionar remedios que restauren un nivel mínimo de protección sin invadir la esfera de 

definición de políticas (Paris Agreement, 2015, arts. 4.3, 13-14; Regulation [EU] 

2018/1999; Regulation [EU] 2021/1119; BVerfG, 24 March 2021, 1 BvR 2656/18 et al.; 

HR, 20 December 2019, ECLI:NL:HR:2019:2007; ECtHR, 9 April 2024, App no 

53600/20). 

 

6.2. Indicadores verificables y estándares probatorios aplicables 

Construir un examen exigente y, a la vez, previsible requiere definir indicadores 

verificables que permitan medir suficiencia e incoherencias, y fijar estándares probatorios 

adecuados a riesgos sistémicos. La MCC-PC propone un núcleo de indicadores materiales 

y procedimentales, junto con reglas de prueba que orientan la carga argumentativa y la 

valoración de la evidencia. 

En el plano material, resulta clave verificar la alineación entre metas y trayectorias 

mediante un conjunto acotado de métricas. La carga acumulada de emisiones prevista 
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hasta 2030 y 2040, comparada con el presupuesto nacional estimado para el objetivo 

térmico elegido y su probabilidad asociada, ofrece una primera señal de suficiencia o de 

agotamiento temprano del espacio de carbono (IPCC, 2021; IPCC, 2023; UNEP, 2023). 

El ritmo anual de reducción, calculado como pendiente media y como secuencia anual, 

permite comprobar si la velocidad de descenso es coherente con los objetivos intermedios. 

La brecha de implementación, entendida como diferencia entre reducciones requeridas 

para cumplir las metas y reducciones esperadas con las políticas vigentes, revela si el 

andamiaje instrumental puede producir los resultados declarados; cuando esta brecha es 

amplia y persistente, la doctrina y la práctica judicial han considerado razonable 

intensificar el control (HR, 20 December 2019, ECLI:NL:HR:2019:2007; IPCC, 2023). 

La cobertura sectorial, que verifica la contribución de energía, industria, transporte, 

edificios, agricultura y usos del suelo, ayuda a detectar cuellos de botella que pongan en 

riesgo el objetivo agregado (Regulation [EU] 2018/1999; Regulation [EU] 2021/1119; 

IPCC, 2023). Finalmente, la distribución temporal del esfuerzo y la «deuda de reducción» 

miden cuánto se desplaza la carga más allá de 2035 y qué pendiente sería necesaria a 

partir de entonces, con especial atención a riesgos de compresión de libertades futuras 

(BVerfG, Order of 24 March 2021, 1 BvR 2656/18, 1 BvR 288/20, 1 BvR 96/20, 1 BvR 

78/20; IPCC, 2023). 

En el plano procedimental, la transparencia y el seguimiento independiente modulan la 

deferencia y condicionan la intensidad del escrutinio. La existencia de series públicas y 

comparables de inventarios y proyecciones, la publicación de supuestos sobre 

probabilidad del objetivo térmico, tratamiento de gases no CO₂ y escenarios de sumideros 

y remociones, y la evaluación por órganos técnicos con autonomía funcional constituyen 

señales de calidad decisoria que respaldan un control menos intrusivo (Paris Agreement, 

opened for signature 22 April 2016, UNTS I-54113, arts. 13-14; Regulation [EU] 

2018/1999; Regulation [EU] 2021/1119). Por el contrario, la opacidad de datos, la 

ausencia de metas intermedias vinculantes o la relajación de sistemas de seguimiento 

justifican elevar la intensidad del control y ordenar medidas estructurales de corrección 

(ECtHR, Verein KlimaSeniorinnen Schweiz and Others v Switzerland, GC, 9 April 2024, 

App no 53600/20). 

El tratamiento de sumideros y remociones requiere indicadores específicos que eviten 

sobreestimar su aporte y, con ello, suavizar indebidamente la senda de reducción 

inmediata. Resulta aconsejable diferenciar reducciones en origen de remociones, fijar 
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límites prudentes a la contribución de estas últimas en el corto y medio plazo, y exigir 

hitos tecnológicos verificables y planes de contingencia que se activen cuando el 

despliegue no progresa como se prevé (IPCC, 2021; IPCC, 2023; UNEP, 2023). La 

experiencia comparada sugiere que, si una política descansa de manera determinante en 

remociones inciertas sin estas salvaguardas, la evaluación de suficiencia tiende a resultar 

negativa (HR, 20 December 2019, ECLI:NL:HR:2019:2007; BVerfG, 24 March 2021, 1 

BvR 2656/18 et al.). 

El estándar probatorio adecuado para riesgos climáticos combina base científica aceptada 

con análisis de idoneidad y coherencia de las políticas. No se exige certeza absoluta sobre 

daños específicos, sino mostrar un riesgo serio y plausible de afectación a derechos si el 

Estado no actúa con medidas razonables y disponibles, junto con la evidencia de brechas 

entre metas y medios. La Gran Sala europea ha aceptado que presupuestos de carbono, 

inventarios y proyecciones, integrados en marcos de evaluación real, constituyen una base 

probatoria suficiente para exigir decisiones informadas por la ciencia y sujetas a revisión 

periódica (ECtHR, Verein KlimaSeniorinnen Schweiz and Others v Switzerland, GC, 9 

April 2024, App no 53600/20; Paris Agreement, 2015, arts. 13-14). A partir de ese umbral, 

corresponde al Estado justificar por qué su senda es suficiente, cómo compensará 

desviaciones y qué razones públicas sostienen decisiones que, en apariencia, incrementan 

la deuda de reducción o reducen la ambición ya alcanzada; este desplazamiento parcial 

de la carga argumentativa se apoya en la asimetría de información y en la capacidad estatal 

para producir y explicar la evidencia técnica relevante (HR, 20 December 2019, 

ECLI:NL:HR:2019:2007; ECtHR, 9 April 2024, App no 53600/20). 

La valoración de la incertidumbre científica se integra mediante reglas prudenciales que 

no paralizan la acción pública. Cuando concurren incertidumbre relevante y riesgo grave, 

la precaución orienta a adoptar medidas proporcionadas y ajustables, evitando diferir 

reducciones coste-eficientes bajo la promesa de innovaciones futuras aún no desplegadas 

a escala; esta orientación debe plasmarse en metas intermedias algo más exigentes que el 

mínimo teórico y en ciclos de revisión que ajusten la senda si aparecen nuevas evidencias 

que reducen el espacio de carbono disponible (IPCC, 2021; IPCC, 2023; International 

Energy Agency [IEA], 2023). 

Para cerrar el sistema probatorio, la MCC-PC define señales de activación de escrutinio 

intenso que, si se verifican, aconsejan remedios estructurales. Entre ellas destacan una 

brecha amplia y persistente entre reducciones requeridas y reducciones esperadas, la 



52 

 

ausencia de objetivos intermedios vinculantes y de evaluación independiente, el traslado 

de una parte sustantiva del esfuerzo más allá de 2035 sin garantías creíbles de aceleración 

y la sustitución de reducciones en origen por remociones inciertas sin salvaguardas (HR, 

20 December 2019, ECLI:NL:HR:2019:2007; BVerfG, 24 March 2021, 1 BvR 2656/18 

et al.; ECtHR, 9 April 2024, App no 53600/20; IPCC, 2023). 

 

6.3. Catálogo de remedios compatibles con la separación de poderes 

Diseñar remedios que corrijan déficits de suficiencia y coherencia sin sustituir 

indebidamente la decisión política exige una tipología clara, anclada en evidencia y en 

estándares comparados. La MCC-PC que propongo organiza el catálogo en seis familias 

que pueden aplicarse de forma escalonada, conforme a la gravedad y persistencia de la 

brecha detectada, y siempre con supervisión temporal y verificación pública. 

Remedios de planificación y concreción normativa. Ordenan revisar la ley o el plan 

climático dentro de un plazo cierto, fijar metas intermedias vinculantes para 2030 y 2040, 

definir trayectorias anuales o plurianuales y, cuando proceda, establecer techos sectoriales 

que sumen de forma consistente al objetivo agregado. Esta familia transforma 

compromisos programáticos en mandatos operativos y se apoya en los ciclos de 

transparencia y balance global, así como en la gobernanza climática europea que ya exige 

planes e informes periódicos (Paris Agreement, opened for signature 22 April 2016, 

UNTS I-54113, arts. 13-14; Regulation [EU] 2018/1999; Regulation [EU] 2021/1119). 

Remedios de seguimiento y rendición de cuentas. Exigen informes periódicos con 

indicadores verificables, publicación de inventarios y proyecciones comparables con 

metas intermedias, evaluación por órganos técnicos independientes y respuesta motivada 

del Gobierno a sus recomendaciones. La Gran Sala del TEDH ha condicionado el margen 

de apreciación a la existencia de evaluación efectiva y de decisiones informadas por la 

ciencia, lo que legitima órdenes que institucionalizan estas prácticas cuando faltan o son 

insuficientes (ECtHR, Verein KlimaSeniorinnen Schweiz and Others v Switzerland, GC, 

9 April 2024, App no 53600/20; Regulation [EU] 2018/1999; Regulation [EU] 

2021/1119). 

Remedios de coordinación institucional y participación. Consisten en la creación de 

mesas interinstitucionales con cronogramas, responsables y productos verificables, y en 

la incorporación de la participación de colectivos afectados y de expertos. En el marco 
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europeo, estas órdenes se anclan en obligaciones existentes de planificación, reporte y 

seguimiento, y en el estándar del TEDH que condiciona el margen de apreciación a la 

evaluación efectiva y a decisiones informadas por la ciencia; su objetivo es corregir fallas 

de coordinación o de implementación sin sustituir la elección de medios sectoriales 

(ECtHR, Verein KlimaSeniorinnen Schweiz and Others v Switzerland, GC, 9 April 2024, 

App no 53600/20; Regulation [EU] 2018/1999).  

Remedios de resultado mínimo y parámetros cuantitativos excepcionales. Fijan un piso 

de reducción en periodos acotados cuando la brecha entre metas y políticas es manifiesta 

y persistente, y cuando remedios menos intrusivos no bastan para restablecer un nivel 

mínimo de protección. La Corte Suprema neerlandesa aceptó esta vía con verificación 

posterior y con plena deferencia en la elección de instrumentos (HR, 20 December 2019, 

State of the Netherlands v Urgenda Foundation, ECLI:NL:HR:2019:2007). La 

proporcionalidad de este remedio mejora cuando se ancla en metas legales o estándares 

internacionales y cuando incorpora una cláusula de finalización clara (Paris Agreement, 

2015, arts. 4.3, 13-14). 

Remedios de restauración de capacidades e instrumentos. Reactivan fondos climáticos, 

programas o unidades cuya parálisis impide ejecutar políticas ya decididas, 

desbloqueando recursos y procedimientos esenciales sin imponer contenidos materiales 

nuevos. En el contexto europeo, órdenes de coherencia que alinean carteras de inversión 

y autorizaciones con las trayectorias y metas intermedias cumplen una función 

equivalente y pueden apoyarse en la Ley Europea del Clima y en los ciclos de gobernanza 

para su verificación (Regulation [EU] 2021/1119; Regulation [EU] 2018/1999).  

Remedios de salvaguarda intergeneracional y anticaptura por remociones. Introducen 

límites prudentes a la contribución de remociones y sumideros en el corto y medio plazo, 

exigen hitos tecnológicos verificables y planes de contingencia, y prohíben trasladar una 

porción desproporcionada del esfuerzo más allá de 2035 sin justificación cualificada y 

medidas compensatorias. El Tribunal Constitucional alemán ha remarcado que el diseño 

normativo debe evitar concentrar indebidamente la carga en periodos posteriores, lo que 

justifica órdenes de concreción temporal con plazos (BVerfG, Order of 24 March 2021, 1 

BvR 2656/18, 1 BvR 288/20, 1 BvR 96/20, 1 BvR 78/20; IPCC, 2021; IPCC, 2023). 

Para seleccionar y calibrar el remedio, la MCC-PC que propongo contiene un conjunto 

de reglas de diseño que refuerzan la compatibilidad con la separación de poderes: 
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Regla de congruencia con el déficit. El remedio debe responder al problema identificado. 

Déficits de proceso se corrigen con transparencia, evaluación y revisión; déficits 

materiales se abordan con planificación vinculante, metas intermedias y, solo en casos 

extremos, con pisos de resultado (ECtHR, 9 April 2024, App no 53600/20; HR, 20 

December 2019, ECLI:NL:HR:2019:2007). 

Regla de temporalidad y salida. Toda supervisión judicial debe ser limitada en el tiempo 

y cesar cuando se acrediten hitos de cumplimiento o cuando el ciclo regular de revisión y 

corrección funcione de forma estable, en línea con el régimen de transparencia y balance 

global (Paris Agreement, 2015, arts. 13-14). 

Regla de verificabilidad. Los mandatos deben incorporar indicadores públicos, fuentes y 

métodos trazables, y, cuando sea posible, auditoría externa por órganos con autonomía 

funcional, de acuerdo con la gobernanza climática europea (Regulation [EU] 2018/1999; 

Regulation [EU] 2021/1119). 

Regla de deferencia instrumental. La autoridad política conserva la elección de medios 

sectoriales. El tribunal no fija mezclas tecnológicas ni carteras de medidas cuando existan 

alternativas idóneas; pide razones, exige coherencia y ordena ajustes proporcionales 

(BVerfG, 24 March 2021, 1 BvR 2656/18 et al.; ECtHR, 9 April 2024, App no 53600/20). 

Regla de prudencia frente a incertidumbre. En presencia de incertidumbre relevante y 

riesgo grave, las órdenes deben favorecer reducciones en origen, metas intermedias algo 

más exigentes y revisiones periódicas que ajusten la senda a nueva evidencia, evitando la 

sobredependencia de remociones no desplegadas a escala (IPCC, 2021; IPCC, 2023; 

UNEP, 2023). 

Regla de coherencia normativa transversal. Inversiones, autorizaciones y ayudas deben 

alinearse con la senda y con las metas intermedias. Cuando se detectan contradicciones, 

resultan proporcionadas órdenes de evaluación ex ante de coherencia, de 

condicionamiento de apoyos y de corrección de carteras para evitar bloqueos de carbono 

(Regulation [EU] 2021/1119). 

La combinación de estas familias remediales y de las reglas de diseño permite construir 

respuestas escalables que restauran un nivel mínimo de protección constitucional sin 

desbordar el equilibrio institucional. La práctica comparada confirma que este enfoque 

reduce la necesidad de órdenes cuantitativas y, cuando estas se vuelven inevitables, acota 
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su alcance, duración y verificación conforme a estándares internacionales y europeos de 

transparencia y evaluación (HR, 20 December 2019, ECLI:NL:HR:2019:2007; BVerfG, 

24 March 2021, 1 BvR 2656/18 et al.; ECtHR, 9 April 2024, App no 53600/20; Paris 

Agreement, 2015, arts. 13-14; Regulation [EU] 2018/1999; Regulation [EU] 2021/1119). 

 

6.4. Aplicación piloto de la MCC-PC: validación en Alemania y Países Bajos 

La validación de la MCC-PC en dos jurisdicciones de referencia permite comprobar su 

utilidad práctica para evaluar suficiencia, coherencia, no regresión e 

intergeneracionalidad, y para orientar la selección de remedios compatibles con la 

separación de poderes. Alemania ofrece un banco de pruebas centrado en la distribución 

temporal del esfuerzo y en la concreción normativa de la senda, mientras que Países Bajos 

ilustra la activación de un piso de resultado cuando la brecha entre metas y políticas se 

vuelve manifiesta y persistente. El análisis utiliza los indicadores definidos en el apartado 

6.2 y contrasta los hallazgos con estándares probatorios que combinan evidencia 

científica aceptada, inventarios y proyecciones, así como marcos de transparencia y 

revisión periódica (IPCC, 2021; IPCC, 2023; UNEP, 2023; Paris Agreement, opened for 

signature 22 April 2016, UNTS I-54113, arts. 13-14). 

 

6.4.1. Países Bajos: brecha de implementación, suficiencia material y piso de 

resultado 

Aplicar la MCC-PC al caso neerlandés exige partir del criterio de suficiencia material y 

constatar la existencia de una «brecha de implementación»; es decir, la distancia evidente 

y persistente entre las reducciones de emisiones que el Estado debe alcanzar y las que 

realmente conseguirá con las políticas vigentes. La Corte Suprema neerlandesa concluyó 

que esta inacción incrementaba de forma inaceptable el riesgo para los derechos 

fundamentales. Esta conclusión satisface la regla probatoria de «riesgo serio y plausible» 

de la matriz, actuando como señal de alerta para activar un escrutinio judicial intenso 

(HR, 20 December 2019, ECLI:NL:HR:2019:2007; IPCC, 2023). En términos de 

indicadores, el volumen total de emisiones previsto para el periodo 2020-2030, el lento 

ritmo anual de reducción y la propia brecha de implementación demostraron que el marco 

normativo del Estado era incapaz de producir los resultados declarados, especialmente en 
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los plazos críticos para evitar que se superen los límites térmicos (IPCC, 2023; UNEP, 

2023). 

La coherencia interna del sistema también resultaba comprometida por esta enorme 

distancia entre las metas climáticas y las medidas reales. La regla de coherencia de la 

MCC-PC exige metas intermedias vinculantes, cobertura de todos los sectores y 

mecanismos de corrección respaldados por evaluaciones independientes. Dado que el 

marco neerlandés carecía de estas garantías, no había forma de asegurar que la brecha se 

cerraría a tiempo. Además, la estructura de transparencia internacional y europea 

proporcionó al tribunal el soporte metodológico necesario para medir este desajuste y 

justificar una intervención correctiva (Paris Agreement, 2015, arts. 13-14; Regulation 

[EU] 2018/1999; Regulation [EU] 2021/1119).  

El principio de no regresión apareció en el análisis como un riesgo latente. Existía el 

peligro de que, en lugar de endurecer las medidas, el Estado optara por relajar sus metas 

o por sustituir la reducción real de emisiones por promesas futuras de «remoción» 

(captura artificial de carbono). Ante este escenario, la MCC-PC exige una motivación 

cualificada y salvaguardas estrictas, limitando cuánto se puede depender de estas 

tecnologías a corto plazo para evitar que el Estado encubra un retroceso material en su 

ambición climática (IPCC, 2021; IPCC, 2023; UNEP, 2023). 

La dimensión intergeneracional operó de forma implícita al exigir reducciones drásticas 

de forma inmediata. El tribunal entendió que retrasar la acción aumentaría la «deuda de 

reducción» y limitaría severamente la libertad de las próximas generaciones. La matriz 

confirma que, ante brechas persistentes, obligar al Estado a concentrar el esfuerzo en el 

presente es una salvaguarda indispensable para evitar escenarios restrictivos en el futuro 

(IPCC, 2023; HR, 20 December 2019, ECLI:NL:HR:2019:2007). 

Por último, la selección del remedio coincidió plenamente con los parámetros 

cuantitativos excepcionales de la MCC-PC. La Corte Suprema ordenó un «piso de 

resultado»; es decir, impuso al Estado la obligación ineludible de alcanzar un porcentaje 

mínimo de reducción en un plazo estricto. Sin embargo, mantuvo una plena deferencia 

sobre cómo lograrlo (elección de instrumentos). La matriz reserva esta solución extrema 

para escenarios de insuficiencia manifiesta, donde las medidas menos intrusivas no bastan 

para proteger los derechos. La proporcionalidad de esta orden se garantizó anclando el 

piso de reducción en el consenso científico y estableciendo una cláusula de salida una vez 
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cumplido el objetivo (HR, 20 December 2019, ECLI:NL:HR:2019:2007; Paris 

Agreement, 2015, arts. 4.3, 13-14). 

Resultado de validación. La MCC-PC reproduce con exactitud el razonamiento que llevó 

a la Corte a identificar la brecha de implementación y a justificar una medida tan estricta 

como el piso de resultado. El caso neerlandés confirma que, cuando los indicadores 

revelan una inacción persistente, los tribunales pueden y deben elevar el nivel de 

exigencia hacia parámetros de resultado. Todo ello sin vulnerar la separación de poderes, 

gracias a la aplicación de límites temporales y a la libertad que se deja al gobierno para 

elegir las políticas específicas (HR, 20 December 2019, ECLI:NL:HR:2019:2007; IPCC, 

2023; UNEP, 2023). 

 

6.4.2. Alemania: suficiencia temporal, coherencia normativa y remedio de 

concreción 

Aplicar la MCC-PC al caso alemán exige comenzar por el criterio de suficiencia y su 

relación con el presupuesto de carbono. La sentencia del Tribunal Constitucional Federal 

aceptó presupuestos de carbono y trayectorias como referencias técnicas cognoscibles 

para valorar si el marco legal preservaba un «margen razonable de libertad futura». Con 

esta expresión, el tribunal valoró si el consumo actual de emisiones evitará que las 

próximas generaciones sufran restricciones abruptas y desproporcionadas en sus derechos 

fundamentales para cumplir las metas climáticas. Esta aproximación satisface la regla 

operativa de transparencia de supuestos y de probabilidad asociada al objetivo térmico 

(BVerfG, Order of 24 March 2021, 1 BvR 2656/18, 1 BvR 288/20, 1 BvR 96/20, 1 BvR 

78/20; IPCC, 2023). En términos de indicadores, la distribución del esfuerzo por décadas 

y la pendiente requerida después de 2035 revelaban un traslado sustantivo de carga a 

periodos posteriores. Esto genera un aumento de la «deuda de reducción», una señal que 

activa el escrutinio intenso según la MCC-PC (BVerfG, Order of 24 March 2021, 1 BvR 

2656/18 et al.; IPCC, 2023). 

La coherencia interna mostró déficits vinculados a metas agregadas sin objetivos 

intermedios vinculantes suficientes ni una senda detallada para el periodo posterior a 

2030, lo que dificultaba verificar si los instrumentos podían producir la reducción 

requerida. La regla de coherencia de la MCC-PC exige trayectorias anuales o 

plurianuales, cobertura sectorial y mecanismos de corrección, respaldados por ciclos de 
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revisión y por evaluación independiente, en línea con la gobernanza internacional y 

europea de transparencia (Paris Agreement, 2015, arts. 13-14; Regulation [EU] 

2018/1999; Regulation [EU] 2021/1119). La ausencia de concreción temporal suficiente 

justificó el paso desde un control de racionalidad hacia un examen de suficiencia temporal 

e intergeneracionalidad, de acuerdo con el criterio de señales de alerta de la matriz 

(BVerfG, Order of 24 March 2021, 1 BvR 2656/18 et al.; IPCC, 2023). 

El principio de no regresión no fue el eje explícito del fallo, aunque su lógica aparece 

implícita al exigir que futuras decisiones eviten retrocesos injustificados en el nivel de 

protección temporalmente distribuido y que cualquier modificación venga acompañada 

de motivación cualificada y medidas compensatorias si incrementa la deuda de reducción. 

Esta expectativa se alinea con la regla operativa de motivación cualificada de la MCC-

PC y con los ciclos de reporte y balance que facilitan detectar regresiones y corregirlas 

con prontitud (Paris Agreement, 2015, arts. 4.3, 13-14; Regulation [EU] 2021/1119). 

La intergeneracionalidad funcionó como límite temporal efectivo, exactamente en la 

dirección prevista por la MCC-PC. La identificación de una compresión anticipada de 

libertades por agotamiento temprano del presupuesto de carbono activó el deber de 

concretar la senda con criterios temporales definidos, con el fin de evitar una 

concentración desproporcionada de restricciones en 2035-2045 (BVerfG, Order of 24 

March 2021, 1 BvR 2656/18 et al.; IPCC, 2023). 

La selección de remedios se ajustó al catálogo propuesto. El tribunal ordenó un remedio 

de planificación y concreción normativa con plazo, metas intermedias y criterios de 

reparto temporal, preservando la deferencia instrumental sobre los medios sectoriales y 

estableciendo un itinerario de salida natural de la supervisión, coherente con las reglas de 

temporalidad y verificabilidad de la MCC-PC (BVerfG, Order of 24 March 2021, 1 BvR 

2656/18 et al.; Paris Agreement, 2015, arts. 13-14). 

Resultado de validación. La MCC-PC explica con precisión por qué el escrutinio alemán 

intensificó el control y por qué el remedio estructural era el idóneo, dado el déficit de 

concreción temporal y la señal de deuda de reducción elevada. El caso confirma la utilidad 

de los indicadores de distribución del esfuerzo y de pendiente posterior a 2035, así como 

la centralidad de la transparencia y de la revisión periódica para modular la deferencia 

(BVerfG, Order of 24 March 2021, 1 BvR 2656/18 et al.; IPCC, 2023; Regulation [EU] 

2021/1119). 
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Conclusión comparada de la validación. La aplicación piloto muestra que la MCC-PC 

discrimina adecuadamente entre déficits materiales graves que requieren pisos de 

resultado acotados (como en el caso neerlandés) y déficits de concreción temporal que se 

corrigen con órdenes estructurales de planificación (como en el caso alemán). En ambos 

supuestos, la matriz condiciona la deferencia a la existencia de transparencia, evaluación 

independiente y ciclos de corrección, en coherencia con el régimen internacional y 

europeo de gobernanza climática (Paris Agreement, 2015, arts. 13-14; Regulation [EU] 

2018/1999; Regulation [EU] 2021/1119; HR, 20 December 2019, 

ECLI:NL:HR:2019:2007; BVerfG, 24 March 2021, 1 BvR 2656/18 et al.). 

 

7. Contexto europeo y español: encaje y transferibilidad 

La Matriz de Control Constitucional del Presupuesto Climático se acopla con naturalidad 

a la estructura climática de la Unión Europea y, por extensión, ofrece criterios operativos 

inmediatamente trasladables al contexto español. La UE ha positivizado metas 

vinculantes, ha construido un régimen de gobernanza basado en planificación, reporte y 

ciclos de corrección, y ha densificado la coherencia sectorial mediante instrumentos de 

precio al carbono, reparto de esfuerzos y contabilidad de sumideros. Este andamiaje 

aporta (i) fuentes estables de datos, (ii) estándares de transparencia y evaluación efectiva 

y (iii) mecanismos periódicos de revisión, tres condiciones que facilitan la aplicación 

judicial de los criterios de suficiencia, coherencia, no regresión e intergeneracionalidad 

sin sustituir indebidamente la discrecionalidad legítima en la elección de instrumentos 

(Regulation [EU] 2021/1119; Regulation [EU] 2018/1999). 

En paralelo, España dispone de una ley climática marco y de un PNIEC integrado en la 

gobernanza europea, lo que permite operacionalizar la MCC-PC con métricas verificables 

(inventarios, proyecciones, brechas de implementación y distribución temporal del 

esfuerzo) y con remedios estructurales compatibles con la separación de poderes (revisión 

en plazo, metas intermedias, trazabilidad e independencia evaluadora) dentro de las 

competencias nacionales y bajo control contencioso-administrativo (Regulation [EU] 

2018/1999; Regulation [EU] 2021/1119). 
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7.1. Unión Europea: objetivos climáticos, gobernanza y control jurisdiccional 

La Ley Europea del Clima fijó, con rango legislativo, el objetivo de neutralidad climática 

en 2050 y el objetivo intermedio de reducción neta de al menos un 55 % en 2030 respecto 

de 1990. Al exigir una trayectoria de reducción, coherencia entre políticas y mecanismos 

de ajuste, este marco coincide con el núcleo metodológico de la MCC-PC: no basta con 

declarar fines, sino que debe poder verificarse la congruencia entre metas, senda temporal 

e instrumentos (Regulation [EU] 2021/1119). 

El despliegue operativo se articula a través del Reglamento de Gobernanza de la Unión 

de la Energía y de la Acción por el Clima. Este régimen obliga a los Estados miembros a 

elaborar y actualizar el PNIEC, a reportar avances mediante series comparables y a 

someterse a ciclos de evaluación y recomendaciones, con la finalidad de detectar 

desviaciones y activar medidas de corrección. En términos de control jurisdiccional, esta 

infraestructura es especialmente valiosa porque estabiliza el estándar probatorio: fija qué 

datos deben existir, en qué formatos y con qué periodicidad, alineándose además con el 

marco de transparencia y el balance global del Acuerdo de París (Regulation [EU] 

2018/1999; Paris Agreement, opened for signature 22 April 2016, UNTS I-54113, arts. 

13-14). 

La agenda normativa asociada a «Fit for 55» fortalece la coherencia entre objetivos y 

herramientas y, con ello, la trazabilidad exigida por la MCC-PC. En particular, la reforma 

del régimen de comercio de derechos de emisión (ETS) intensifica la pendiente de 

reducción y amplía su alcance; el Reglamento de Reparto del Esfuerzo fija objetivos 

nacionales verificables para sectores difusos con reglas de cumplimiento; y la reforma del 

marco LULUCF (siglas en inglés de Uso de la Tierra, Cambio de Uso de la Tierra y 

Silvicultura, el sector encargado de contabilizar las emisiones y absorciones de carbono 

asociadas a la gestión de bosques y suelos) actualiza metas de absorción y metodologías 

de contabilidad, aportando salvaguardas relevantes frente a un uso indulgente de 

sumideros y remociones en la evaluación de suficiencia (Regulation [EU] 2023/959; 

Regulation [EU] 2023/857; Regulation [EU] 2023/839). 

Del mismo modo, la actualización de los instrumentos de renovables y eficiencia 

energética densifica la coherencia sectorial: introduce objetivos transversales que deben 

reflejarse en los planes nacionales y en la ejecución presupuestaria, ofreciendo métricas 

adicionales para controlar cobertura sectorial, ritmo anual de reducción y brecha de 
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implementación sin necesidad de que el juez «fije» una política concreta (Directive [EU] 

2023/2413; Directive [EU] 2023/1791; Regulation [EU] 2018/1999). 

En el plano procedimental, el binomio transparencia-revisión periódica se alinea con la 

segunda capa de la MCC-PC. La obligación de inventarios, proyecciones, informes de 

progreso y respuesta a recomendaciones permite modular la deferencia judicial: cuanto 

más robusto sea el proceso (supuestos explícitos, indicadores verificables, evaluación 

independiente y ciclos de corrección), mayor es el margen para la elección de 

instrumentos; cuando ese proceso se debilita, se vuelve razonable intensificar el escrutinio 

y ordenar remedios estructurales que restablezcan garantías mínimas de evaluación 

efectiva (Regulation [EU] 2018/1999; Paris Agreement, 2015, arts. 13-14). 

El control jurisdiccional en el nivel de la UE, aunque limitado por las reglas clásicas de 

admisibilidad, ha ganado densidad en materia ambiental tras la reforma del Reglamento 

Aarhus, que amplió la revisión interna de determinados actos de alcance general de las 

instituciones de la Unión y, con ello, el acceso ulterior al Tribunal de Justicia. Este canal 

es relevante para la MCC-PC porque permite impugnar regresiones procedimentales 

(opacidad, debilitamiento de seguimiento) y exigir motivación cualificada cuando se 

alteran estándares de protección ya alcanzados (Regulation [EU] 2021/1767; Regulation 

[EC] No 1367/2006). 

 

7.2. España: Ley de Cambio Climático, PNIEC y vías de justiciabilidad 

El marco español presenta un encaje favorable para la MCC-PC porque combina una ley 

climática marco (Ley 7/2021) con instrumentos de planificación que, por diseño, están 

integrados en el ciclo europeo de gobernanza. La Ley 7/2021 fija objetivos y mandatos 

de coherencia de políticas públicas; el PNIEC 2023-2030 (en interacción con el 

Reglamento de Gobernanza) traduce esos fines en trayectorias, metas intermedias y 

medidas sectoriales sujetas a reporte y revisión, proporcionando el soporte empírico 

necesario para aplicar indicadores de carga acumulada, ritmo anual, brecha de 

implementación y distribución temporal del esfuerzo (Ley 7/2021, de 20 de mayo, BOE 

n.º 121, 21-05-2021; Regulation [EU] 2018/1999). 

Desde la perspectiva de la justiciabilidad, el contencioso-administrativo ofrece un cauce 

idóneo para controlar (i) disposiciones y planes de alcance general que desarrollan la Ley 

7/2021, (ii) decisiones de ejecución con efectos relevantes en la senda de emisiones y (iii) 
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la inactividad cuando exista un deber jurídico de planificar, revisar o motivar en plazo. 

La legitimación de organizaciones ambientales y el marco de acceso a información, 

participación y justicia ambiental contribuyen a que el control se oriente a exigir razones, 

transparencia y corrección efectiva, más que a sustituir decisiones técnicas o 

presupuestarias (Ley 27/2006, de 18 de julio). 

En la práctica, la MCC-PC aporta un método para convertir esa justiciabilidad en un 

escrutinio previsible: permite acreditar una brecha relevante entre metas y políticas con 

las proyecciones oficiales; identificar incoherencias normativas cuando autorizaciones o 

inversiones bloquean la senda del PNIEC; y activar una exigencia de motivación 

cualificada ante rebajas de ambición o debilitamientos del sistema de seguimiento. En la 

medida en que el Estado dispone de mayor acceso a datos y modelos, resulta coherente 

desplazar parcialmente la carga argumentativa una vez que la parte actora aporta 

evidencia creíble de insuficiencia o de traslado injustificado de cargas al futuro 

(Regulation [EU] 2018/1999; Regulation [EU] 2021/1119). 

 

7.3. Transferibilidad de la MCC-PC al contexto UE/España 

La transferibilidad de la MCC-PC es directa porque sus cuatro criterios encuentran 

soporte normativo y operativo en obligaciones ya exigibles de planificación, 

transparencia, evaluación y corrección. La suficiencia se evalúa sobre datos armonizados 

que los Estados deben producir y reportar; la coherencia se contrasta con objetivos 

intermedios y estructura sectorial; la no regresión se articula mediante exigencias de 

motivación cualificada y controles sobre debilitamientos de metas o de garantías 

procedimentales; y la intergeneracionalidad se operacionaliza al verificar la distribución 

temporal del esfuerzo a través de hitos 2030/2040 y del tratamiento prudente de sumideros 

y remociones (Regulation [EU] 2021/1119; Regulation [EU] 2018/1999; Regulation [EU] 

2023/839). 

En este marco, los remedios preferentes son estructurales y procedimentales (revisión en 

plazo, metas intermedias, indicadores verificables, evaluación independiente y respuesta 

motivada), porque se apoyan en obligaciones ya previstas por la gobernanza europea y 

minimizan la fricción con la separación de poderes. Los parámetros cuantitativos de 

resultado quedarían, conforme al diseño de la MCC-PC y a la experiencia comparada, 

como respuesta excepcional para supuestos de insuficiencia manifiesta y persistente, con 
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alcance acotado, verificación pública y cláusula de salida (Regulation [EU] 2018/1999; 

Regulation [EU] 2021/1119).  

 

8. Conclusiones 

Este trabajo ha partido de una premisa que, a estas alturas del Antropoceno, debería 

resultar difícil de rebatir: que la crisis climática no es solo un problema ambiental, sino 

un desafío constitucional de primer orden. Si los derechos fundamentales pretenden 

ofrecer algo más que una retórica consoladora, su contenido protector debe poder medirse 

frente a riesgos graves, acumulativos e irreversibles como los que genera el calentamiento 

global. Y medir exige parámetros. La tesis central de esta investigación ha sido que el 

presupuesto de carbono puede y debe operar como uno de esos parámetros: un puente 

entre la ciencia del clima y la dogmática constitucional que permite traducir obligaciones 

abstractas de protección en estándares verificables de suficiencia, coherencia, no 

regresión e intergeneracionalidad. La Matriz de Control Constitucional del Presupuesto 

Climático (MCC-PC), propuesta y validada a lo largo de estas páginas, constituye la 

cristalización operativa de esa idea. 

Las conclusiones que siguen responden directamente a las preguntas de investigación 

formuladas en el capítulo primero y sintetizan las aportaciones, los límites y las líneas 

futuras del trabajo, procurando mantener el diálogo con la doctrina especializada y, al 

mismo tiempo, incorporar las reflexiones propias que el análisis ha suscitado. 

Primera. Los presupuestos de carbono proporcionan estándares jurídicamente operativos 

para evaluar la suficiencia de las políticas climáticas. La primera pregunta de 

investigación interrogaba sobre qué parámetros permiten valorar si una trayectoria 

nacional de emisiones resulta compatible con un objetivo térmico y una contribución 

justa. El análisis ha demostrado que los presupuestos de carbono, lejos de constituir meras 

categorías técnicas, pueden incorporarse al razonamiento constitucional como referencias 

de racionalidad pública. La carga acumulada de emisiones prevista frente al presupuesto 

nacional estimado, el ritmo anual de reducción comparado con los hitos de 2030 y 2040, 

y la brecha de implementación entre metas declaradas y políticas vigentes configuran un 

trípode de indicadores capaz de dotar al control judicial de un suelo verificable. Como ha 

argumentado Setzer (2024), la litigación climática ha evolucionado desde la impugnación 
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de actos singulares hacia la evaluación sistémica de la política pública en su conjunto, y 

los presupuestos de carbono son el instrumento que hace posible esa transición 

metodológica. Sin presupuestos, el juez queda reducido a constatar la existencia formal 

de planes; con ellos, puede contrastar si la senda elegida posee capacidad real de proteger 

los derechos en un horizonte temporal definido. La analogía con la legalidad 

presupuestaria resulta aquí especialmente iluminadora: del mismo modo que el Estado no 

puede gastar sin cuantificar, temporalizar y rendir cuentas, tampoco debería poder 

consumir el espacio atmosférico finito sin ofrecer una justificación equiparable. 

Segunda. La coherencia interna entre metas, instrumentos y cronograma condiciona la 

intensidad del escrutinio judicial. La segunda pregunta planteaba cómo se identifica esa 

coherencia y qué señales justifican un control más intenso. El trabajo ha mostrado que la 

coherencia no se agota en la existencia de objetivos formalmente correctos, sino que exige 

una conexión demostrable entre fines, medios y calendario de ejecución. Cuando las 

inversiones públicas contradicen la senda de reducción, cuando se autorizan 

infraestructuras intensivas en carbono que generan efectos de bloqueo (lock-in) o cuando 

los instrumentos sectoriales carecen de respaldo financiero y de mecanismos de 

seguimiento, la coherencia se quiebra y la deferencia judicial pierde su justificación. Peel 

y Osofsky (2018) fueron pioneras al señalar que la litigación climática funciona como un 

mecanismo de gobernanza más que como un simple instrumento de resolución de 

conflictos individuales; la MCC-PC traduce esa intuición en criterios operativos al 

vincular la deferencia judicial a la calidad verificable del proceso decisorio. La 

experiencia comparada confirma esta lógica: cuanto más débil es la conexión entre fines 

y medios, más legítimo resulta que el tribunal intensifique su escrutinio. En mi opinión, 

la coherencia opera como el «sistema nervioso» de la política climática: si falla la 

transmisión entre la ambición declarada y la capacidad real de ejecución, el organismo 

normativo está paralizado, por más que sus órganos formales aparenten funcionar. 

Tercera. La intergeneracionalidad constituye un límite temporal jurídicamente operativo, 

no una mera apelación retórica. La tercera pregunta interrogaba sobre cómo opera la 

dimensión intergeneracional como límite al diferimiento del esfuerzo y cómo se mide la 

«deuda de reducción». La resolución del Tribunal Constitucional Federal alemán en 

Neubauer ha sido determinante al respecto: al declarar que el diferimiento 

desproporcionado del esfuerzo de mitigación comprime anticipadamente las libertades 

futuras, la sentencia convirtió la justicia intergeneracional en un criterio de control 
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constitucional con consecuencias jurídicas concretas. Gastón Médici Colombo (2023) ha 

situado con acierto esta resolución en el marco más amplio de la «constitucionalización 

del clima», argumentando que la sentencia alemana supera la lógica binaria 

constitucionalidad/inconstitucionalidad para exigir una justificación dinámica y 

progresiva de la acción estatal. Esta lectura me parece especialmente enriquecedora 

porque revela que la intergeneracionalidad no es un principio ornamental, sino una 

obligación de resultado medible: la «deuda de reducción» puede cuantificarse mediante 

la comparación entre el esfuerzo realizado y el que habría correspondido bajo una 

distribución temporal equitativa del presupuesto de carbono. Si el Estado consume hoy 

más de lo que le corresponde, hipoteca mañana; y esa hipoteca, a diferencia de la 

financiera, es irreversible porque el espacio atmosférico no se repone. De ahí que la MCC-

PC exija publicar la distribución del esfuerzo por décadas, la pendiente de reducción 

necesaria a partir de 2035 y las salvaguardas frente a una concentración excesiva del 

sacrificio en el futuro. 

Cuarta. Los remedios estructurales y procedimentales permiten un control exigente sin 

desbordar la separación de poderes. La cuarta pregunta versaba sobre qué remedios son 

compatibles con el equilibrio institucional y por qué deben preferirse las órdenes 

estructurales. El análisis comparado ha puesto de manifiesto que la objeción de separación 

de poderes, lejos de constituir un obstáculo insalvable, puede reconducirse mediante una 

técnica remedial graduada que ordene revisar, concretar, motivar y corregir, antes que 

fijar cifras o imponer políticas sectoriales. Como ha señalado Pau de Vílchez (2022), el 

riesgo real no es que los tribunales invadan la esfera del legislador, sino que la retórica de 

la separación de poderes se instrumentalice para blindar la inacción frente a cualquier 

escrutinio. La MCC-PC asume esta advertencia y organiza el catálogo remedial en seis 

familias escalonadas, desde la concreción normativa con plazos hasta los pisos de 

resultado excepcionales, pasando por el seguimiento con indicadores verificables, la 

coordinación institucional, la restauración de capacidades y las salvaguardas 

intergeneracionales. La experiencia de Urgenda demuestra que, incluso cuando se fija un 

parámetro cuantitativo mínimo, la separación de poderes se preserva si el Estado conserva 

la elección de los instrumentos y si la supervisión judicial está temporalmente acotada. A 

mi juicio, la clave reside en lo que podría denominarse una «geometría variable del 

control»: el tribunal ajusta la intensidad de su intervención en función de la diligencia 

demostrada por la Administración, de modo que quien cumple con transparencia, 
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evaluación y corrección obtiene deferencia, mientras que quien opta por la opacidad o la 

dilación asume el riesgo de un escrutinio más riguroso. Esa proporcionalidad dinámica 

es, quizá, la principal contribución de la tipología remedial desarrollada en este trabajo. 

Quinta. El estándar probatorio de riesgo serio y plausible, combinado con un 

desplazamiento parcial de la carga argumentativa, ofrece una respuesta adecuada a la 

complejidad epistémica de los litigios climáticos. La quinta pregunta planteaba qué 

estándar probatorio resulta razonable ante riesgos sistémicos y cómo se distribuye la carga 

entre demandantes y Estado. La Gran Sala del TEDH en KlimaSeniorinnen ha 

proporcionado una respuesta decisiva: no se exige certeza absoluta ni la identificación de 

un acto causal singular, sino la demostración de que la estructura regulatoria no ofrece 

una respuesta adecuada frente a un peligro grave y previsible, acreditado mediante la 

combinación de evidencia científica consolidada, inventarios oficiales y proyecciones 

nacionales. Este estándar tiene una virtud metodológica que conviene remarcar: permite 

a los tribunales utilizar los presupuestos de carbono, las trayectorias de reducción y las 

brechas de implementación como insumos del control sin tener que resolver controversias 

puramente técnicas. Jacqueline Peel (2018) ha conceptualizado esta función como la de 

un «catalizador regulatorio»: el tribunal no gestiona la transición, sino que impone las 

condiciones de gobernanza que obligan a la Administración a activar sus propias 

capacidades. La MCC-PC recoge esta lógica al prever un desplazamiento parcial de la 

carga argumentativa hacia el Estado una vez que la parte actora acredita, con evidencia 

sólida, una brecha relevante o un reparto temporal que incrementa la deuda de reducción, 

dado que la administración dispone de mayor acceso a datos, modelos y capacidad 

técnica. 

Sexta. La MCC-PC ha demostrado su capacidad para sistematizar, explicar y orientar el 

control judicial climático. La validación piloto realizada en los capítulos quinto y sexto 

confirma que la matriz discrimina adecuadamente entre déficits de concreción temporal 

(que se corrigen con órdenes estructurales de planificación, como en el caso alemán) y 

déficits materiales graves (que pueden requerir pisos de resultado acotados, como en el 

caso neerlandés). El hecho de que la MCC-PC reproduzca con precisión el razonamiento 

de los tres tribunales analizados sin haber sido diseñada a partir de un único modelo, sino 

de la síntesis de convergencias y divergencias, sugiere que los criterios propuestos no son 

arbitrarios, sino que reflejan un estándar emergente en la jurisprudencia climática 

europea. Este hallazgo tiene implicaciones prácticas considerables. Para los tribunales, la 
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MCC-PC ofrece un itinerario de análisis que reduce la discrecionalidad sin anular la 

flexibilidad: los indicadores orientan la evaluación, las señales de alerta activan el 

escrutinio intenso y las reglas de diseño remedial acotan la intervención en función del 

déficit identificado. Para los poderes públicos, la matriz funciona como una guía de 

autoevaluación que permite anticipar los estándares judiciales y reforzar la calidad de la 

gobernanza climática. Para la sociedad civil y los litigantes, proporciona un lenguaje 

técnico-jurídico común que facilita la articulación de pretensiones verificables ante los 

tribunales. 

Séptima. La transferibilidad de la MCC-PC al contexto UE/España es directa y viable. El 

capítulo séptimo ha mostrado que los cuatro criterios de la matriz encuentran soporte 

normativo en obligaciones ya exigibles de planificación, transparencia, evaluación y 

corrección, tanto en la gobernanza climática europea (Reglamento [UE] 2021/1119, 

Reglamento [UE] 2018/1999) como en el marco español (Ley 7/2021, PNIEC). La Ley 

Europea del Clima fija metas vinculantes, trayectorias de reducción y mecanismos de 

ajuste que coinciden con el núcleo metodológico de la MCC-PC; la jurisdicción 

contencioso-administrativa española ofrece cauces idóneos para controlar planes, 

decisiones de ejecución e inactividad con relevancia climática. En este punto, conviene 

ser honesta sobre una limitación deliberada del trabajo: el análisis de transferibilidad se 

ha diseñado como una nota sintética, no como un estudio exhaustivo de la justiciabilidad 

climática en España. Ello se debe a que la prioridad de la investigación ha sido construir 

y validar la herramienta, no agotar su aplicación a un sistema nacional concreto. No 

obstante, la reciente aprobación de estrategias climáticas y la creciente actividad de 

organizaciones ambientales en la vía contencioso-administrativa sugieren que el terreno 

está abonado para una operacionalización efectiva de los criterios propuestos. 

En un plano más general, este trabajo ha pretendido demostrar que el constitucionalismo 

climático no es una moda académica ni una extravagancia jurisdiccional, sino una 

respuesta institucional necesaria frente a un riesgo que desborda las categorías clásicas 

del derecho público. La noción de que los tribunales puedan exigir al Estado una 

protección efectiva y verificable frente al cambio climático no debería resultar más 

controvertida que la exigencia de que el Estado proteja la vida, la salud o la libertad frente 

a otras amenazas graves y previsibles. Lo que cambia es la escala, la temporalidad y la 

complejidad causal; pero esas diferencias no invalidan el deber de protección, sino que 

obligan a repensar sus instrumentos. Como ha observado Joana Setzer (2024), la 
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litigación climática ya ha operado como un factor de transformación de la gobernanza en 

más de sesenta jurisdicciones y su efecto no se limita a las sentencias dictadas, sino que 

se extiende a la modificación de conductas anticipatoria que la mera existencia del control 

judicial induce en los poderes públicos y en el sector privado. 

Me permito cerrar con una reflexión personal que considero pertinente en un trabajo de 

estas características. A lo largo de la investigación, he constatado que el principal enemigo 

de la protección climática no es la falta de conocimiento científico, ni siquiera la ausencia 

de marcos normativos, sino la dilación institucionalizada: esa tendencia a posponer las 

decisiones difíciles bajo la cobertura de promesas programáticas y horizontes lejanos. El 

presupuesto de carbono, precisamente, desmonta esa estrategia al hacer visible el coste 

del aplazamiento. Cada año de inacción no es un año «neutral»; es un año que reduce el 

margen de maniobra disponible y que transfiere a las generaciones futuras una carga más 

pesada y unas opciones más estrechas. Un constitucionalismo que se limitara a constatar 

ese fenómeno sin ofrecer herramientas para corregirlo se convertiría, en la práctica, en 

cómplice silencioso de la dilación, como advertí en la introducción de este trabajo. La 

MCC-PC aspira a ser una de esas herramientas: no la única ni la definitiva, pero sí una 

contribución rigurosa y operativa al arsenal de un constitucionalismo que se tome en serio 

la finitud del tiempo y la irreversibilidad del daño. 

Por último, conviene señalar las limitaciones del trabajo y las líneas futuras de 

investigación. En cuanto a las primeras, el estudio se ha circunscrito a tres resoluciones 

europeas, lo que garantiza profundidad analítica y homogeneidad del régimen jurídico, 

pero limita la generalización a otros contextos constitucionales. Asimismo, la MCC-PC 

ha sido validada mediante su aplicación retrospectiva a casos ya resueltos; su capacidad 

predictiva en litigios futuros es una hipótesis que deberá contrastarse con la práctica. 

Finalmente, la dimensión de justicia distributiva (racismo ambiental, desigualdad de 

género en la exposición climática) ha recibido un tratamiento transversal, pero merecería 

un desarrollo autónomo que excede el objeto de esta investigación. 

En cuanto a las líneas futuras, tres direcciones resultan especialmente prometedoras. La 

primera es la aplicación de la MCC-PC a jurisdicciones del Sur Global, donde la litigación 

climática adquiere un perfil propio vinculado a la vulnerabilidad, la capacidad 

diferenciada y las responsabilidades históricas. La segunda es la extensión de la matriz al 

control de las políticas de adaptación, un ámbito donde los estándares de suficiencia y 

coherencia son igualmente necesarios, pero donde la dogmática está menos desarrollada. 
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La tercera, quizá la más urgente, es la investigación del papel de la justicia ambiental y la 

igualdad sustantiva como criterios transversales del constitucionalismo climático, 

integrando de forma más sistemática las dimensiones de género, renta, edad y pertenencia 

étnico-racial en la evaluación de la suficiencia y en el diseño de los remedios. Si este 

trabajo contribuye, aunque sea modestamente, a que el debate constitucional sobre el 

clima se conduzca con más rigor, más verificabilidad y más conciencia temporal, habrá 

cumplido su propósito. 
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Anexos 

 

Anexo I. Matriz maestra MCC-PC 

Finalidad: ofrecer una vista sinóptica y operativa de los cuatro criterios de la Matriz de Control Constitucional del Presupuesto de Carbono. Uso: 

aplicar fila por fila para estructurar el escrutinio judicial; las celdas resumen el contenido desarrollado en las fichas del Anexo II. 

Tabla A1. Matriz maestra MCC-PC 

Criterio Preguntas guía Indicadores 

mínimos 

Fuentes 

probatorias 

(trazables) 

Señales de alerta 

(activan 

escrutinio 

intenso) 

Estándar 

probatorio y 

carga 

Remedios 

preferentes 

(compatibles con 

la separación de 

poderes) 

Suficiencia • ¿La senda 

presupuestaria es 

coherente con la 

meta legal y con 

un escenario de 1,5 

°C? 

• ¿Existe margen 

residual razonable 

o se compromete a 

la próxima 

generación? 

• Presupuesto 

agregado y por 

sectores 

(tCO₂eq). 

• Senda anual 

frente a meta y 

a 1,5 °C. 

• Brecha de 

implementació

n cuantificada. 

• Inventarios 

oficiales 

(UNFCCC; 

Reglamento (UE) 

2018/1999). 

• Proyecciones 

BAU/WEM/WA

M. 

• Informes IPCC y 

UNEP Emissions 

Gap. 

• Brecha 

persistente entre 

proyecciones y 

meta. 

• Diferimiento 

sistemático del 

esfuerzo. 

• Ausencia de 

cuantificación 

verificable. 

• Carga 

reforzada 

de 

motivación 

a cargo del 

poder 

público. 

• Test de 

plausibilida

d técnica. 

• Mandato de 

revisión de la 

planificación. 

• Plazo de 

subsanación con 

hitos 

verificables. 

• Reserva de 

jurisdicción 

para control 

ulterior. 
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Criterio Preguntas guía Indicadores 

mínimos 

Fuentes 

probatorias 

(trazables) 

Señales de alerta 

(activan 

escrutinio 

intenso) 

Estándar 

probatorio y 

carga 

Remedios 

preferentes 

(compatibles con 

la separación de 

poderes) 

Coherencia • ¿Las medidas 

sectoriales son 

consistentes con la 

senda agregada? 

• ¿Existen 

contradicciones 

normativas o 

subvenciones 

contrarias? 

• Cobertura 

sectorial 

vinculante del 

presupuesto. 

• Alineación de 

instrumentos 

(fiscal, 

sectorial, 

planificación). 

• Identificación 

de medidas 

contradictorias 

• Planes sectoriales 

y normativa 

vigente. 

• Evaluaciones ex 

ante/ex post. 

• Auditorías de 

organismos 

consultivos. 

• Subsidios 

incompatibles 

con la meta. 

• Autorizaciones 

sectoriales 

contrarias. 

• Lagunas 

regulatorias 

relevantes. 

• Carga de 

explicitar la 

racionalida

d medio-

fin. 

• Test de no 

contradicci

ón interna. 

• Orden de 

armonización 

normativa. 

• Suspensión 

cautelar de 

medidas 

regresivas. 

• Mandato de 

revisión 

sectorial 

específica. 

No regresión • ¿La modificación 

reduce el nivel de 

protección 

climática previo? 

• ¿Existe 

justificación 

cualificada y 

• Comparación 

de metas y 

trayectorias 

antes/después. 

• Pérdida neta 

de mitigación 

esperada. 

• Versiones 

sucesivas de la 

ley o del plan. 

• Memorias e 

informes de 

impacto. 

• Reducción de 

ambición sin 

justificación 

técnica. 

• Aplazamiento 

de hitos sin 

compensación. 

• Presunción 

reforzada 

de 

inconstituci

onalidad. 

• Carga 

cualificada 

de 

• Inaplicación o 

anulación de la 

regresión. 

• 

Restablecimient

o de la senda 

anterior. 
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Criterio Preguntas guía Indicadores 

mínimos 

Fuentes 

probatorias 

(trazables) 

Señales de alerta 

(activan 

escrutinio 

intenso) 

Estándar 

probatorio y 

carga 

Remedios 

preferentes 

(compatibles con 

la separación de 

poderes) 

compensación 

equivalente? 

• Existencia de 

compensacion

es verificables. 

• Datos de 

inventarios y 

proyecciones. 

• Debilitamiento 

de mecanismos 

de control. 

justificació

n pública. 

• Obligación de 

compensación 

equivalente. 

Intergeneracionalidad • ¿El reparto 

temporal del 

esfuerzo respeta la 

libertad futura? 

• ¿Se difieren cargas 

desproporcionadas 

a la próxima 

generación? 

• Distribución 

del esfuerzo 

pre/post 2030. 

• Concreción de 

sendas más 

allá del 

horizonte 

legal. 

• Margen 

residual 

atribuible a 

generaciones 

futuras. 

• Ley climática y 

planes 

plurianuales. 

• Estrategias de 

largo plazo 

(LTS). 

• Informes de 

organismos 

consultivos. 

• Concentración 

del esfuerzo en 

periodos 

lejanos. 

• Ausencia de 

hitos 

intermedios 

verificables. 

• Riesgo de 

imposibilidad 

técnica futura. 

• Carga 

reforzada 

de 

motivación 

intertempor

al. 

• Test de 

proporcion

alidad 

temporal. 

• Mandato de 

concreción 

temporal post-

horizonte. 

• Revisión 

estructural de la 

planificación. 

• Cláusulas de 

revisión 

periódica 

obligatoria. 

Fuentes base: Acuerdo de París, arts. 13-14; Reglamento (UE) 2018/1999; Reglamento (UE) 2021/1119; informes IPCC y UNEP Emissions Gap 

como base científica aceptada (no normativa). Remisión: Capítulo 6 del TFM. 



  

Anexo II. Fichas de aplicación 

Finalidad: trasladar la matriz a un formato de ficha utilizable caso por caso. Uso: 

cumplimentar la plantilla vacía con los datos del supuesto analizado; los ejemplos sirven 

de referencia metodológica, no de plantilla normativa.  

 

Tabla A2. Plantilla de ficha de aplicación 

Bloque Resultado 

Contexto y metas legales (para completar) 

Suficiencia - indicadores (para completar) 

Coherencia - verificación (para completar) 

No regresión - trazabilidad (para completar) 

Intergeneracionalidad -

reparto temporal 

(para completar) 

Procedimiento - transparencia 

y evaluación 

(para completar) 

Señales de alerta presentes (para completar) 

Estándar probatorio y carga (para completar) 

Remedio recomendado (y por 

qué) 

(para completar) 

Uso: completar bloque por bloque con datos trazables del supuesto. Remisión: Capítulos 

5 y 6 del TFM. 

 

Tabla A3. Ficha de aplicación - Neubauer (BVerfG, 2021). 

Bloque Resultado 

Contexto y metas 

legales 

• BVerfG, sentencia de 24.03.2021 (Klimaschutzgesetz, KSG). 

• Marco UE: Reglamento (UE) 2021/1119; Acuerdo de París. 

• Núcleo: proporcionalidad intertemporal y libertad futura. 

Suficiencia - 

indicadores 

• Senda anual frente a presupuesto residual. 

• Brecha entre proyecciones y meta interna. 
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Bloque Resultado 

Coherencia -

verificación 

• Coordinación entre instrumentos sectoriales y KSG. 

• Consistencia con compromisos europeos. 

No regresión -

trazabilidad 

• Mantenimiento de hitos y mecanismos de control en versiones 

sucesivas del KSG. 

Intergeneracionalidad 

- reparto temporal 

• Concentración desproporcionada del esfuerzo más allá de 2030 

declarada inconstitucional. 

• Exigencia de concreción temporal post-horizonte. 

Procedimiento -

transparencia y 

evaluación 

• Consejo de expertos y reportes anuales. 

• Inventarios oficiales y proyecciones públicas. 

Señales de alerta • Diferimiento estructural del esfuerzo. 

• Ausencia de concreción temporal post-2030. 

Estándar probatorio 

y carga 

• Carga reforzada de motivación intertemporal sobre el 

legislador. 

• Test de proporcionalidad aplicado al reparto temporal. 

Remedio 

recomendado (y por 

qué) 

• Mandato de concreción normativa con plazos. 

• Compatible con la separación de poderes: fija la obligación, no 

el contenido sectorial. 

Síntesis basada en el Capítulo 5 del TFM. Énfasis en suficiencia temporal e 

intergeneracionalidad; remedio de concreción normativa con plazos. 

 

Tabla A4. Ficha de aplicación - Urgenda (Hoge Raad, 2019).   

Bloque Resultado 

Contexto y metas 

legales 

• Hoge Raad, Urgenda, 20.12.2019 (ECLI:NL:HR:2019:2007). 

• Compromisos internacionales y rangos de reducción del IPCC. 

• CEDH, arts. 2 y 8, como marco de protección. 

Suficiencia - 

indicadores 

• Brecha de implementación cuantificada al cierre de 2020. 

• Proyecciones oficiales frente a meta agregada. 

Coherencia - 

verificación 

• Política nacional vs. compromisos asumidos. 

• Consistencia entre planes sectoriales y meta agregada. 
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Bloque Resultado 

No regresión - 

trazabilidad 

• Reducción del nivel de ambición previamente reconocido. 

• Falta de compensación equivalente justificada. 

Intergeneracionalidad 

- reparto temporal 

• Aplazamiento del esfuerzo agrava el riesgo a futuro. 

• Necesidad de actuar dentro de la ventana de oportunidad. 

Procedimiento -

transparencia y 

evaluación 

• Inventarios oficiales y proyecciones de la PBL. 

• Informes UNEP Emissions Gap e IPCC como base técnica. 

Señales de alerta • Brecha persistente entre proyecciones y meta. 

• Inacción frente a evidencia técnica disponible. 

Estándar probatorio 

y carga 

• Obligación positiva de protección con base en CEDH. 

• Carga del Estado de justificar la suficiencia material. 

Remedio 

recomendado (y por 

qué) 

• Piso de resultado acotado, con verificación posterior. 

• Deferencia instrumental: el Estado elige los medios. 

Síntesis basada en el Capítulo 5 del TFM. Brecha de implementación; piso de resultado 

acotado; verificación posterior; deferencia instrumental. 

 

Anexo III. Glosario y abreviaturas 

Lista alfabética de términos y siglas con definiciones operativas a efectos del presente 

trabajo. La aceptación de los términos sigue el uso consolidado en los documentos del 

IPCC y de la Unión Europea. 

Acuerdo de París. Tratado internacional adoptado en 2015 que establece el objetivo de 

mantener el aumento de la temperatura media global muy por debajo de 2 °C y proseguir 

esfuerzos para limitarlo a 1,5 °C; su artículo 4.3 fija la obligación de máxima ambición. 

Brecha de implementación. Diferencia cuantificada entre las proyecciones de emisiones 

bajo políticas vigentes (WEM) y la trayectoria coherente con la meta legal o científica de 

referencia. 

Carga 2030/2040. Distribución del esfuerzo de reducción de emisiones entre los hitos 

intermedios establecidos por la legislación europea (2030) y los compromisos a medio 

plazo (2040). 

Cobertura sectorial. Proporción del presupuesto de carbono cubierta por instrumentos 

jurídicamente vinculantes. 

Coherencia. Criterio MCC-PC que exige consistencia entre metas declaradas, 

trayectorias proyectadas e instrumentos efectivamente desplegados. 
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Deuda de reducción. Acumulación de esfuerzo no realizado en periodos previos que se 

traslada a periodos siguientes, comprometiendo la viabilidad técnica y la libertad de 

configuración futura. 

ESR (Effort Sharing Regulation). Reglamento (UE) 2023/857 de reparto del esfuerzo 

entre Estados miembros para los sectores no cubiertos por el régimen ETS. 

ETS (Emissions Trading System). Régimen europeo de comercio de derechos de 

emisión de gases de efecto invernadero, regulado por la Directiva (UE) 2023/959. 

Intergeneracionalidad. Criterio MCC-PC que exige un reparto temporal del esfuerzo 

respetuoso con la libertad de configuración política y los derechos de las generaciones 

futuras. 

IPCC. Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático; órgano 

científico de referencia cuyos informes constituyen la base epistémica del control. 

LULUCF. Reglamento (UE) 2023/839 sobre uso de la tierra, cambio de uso de la tierra 

y silvicultura. 

MCC-PC. Matriz de Control Constitucional del Presupuesto de Carbono; herramienta 

dogmática y aplicada propuesta en este TFM. 

No regresión. Criterio MCC-PC que prohíbe reducir el nivel de protección climática 

previamente alcanzado, salvo justificación cualificada y, en su caso, compensación 

equivalente. 

PNIEC. Plan Nacional Integrado de Energía y Clima (España), instrumento de 

planificación 2023-2030. 

Presupuesto de carbono. Cantidad acumulada de emisiones netas de gases de efecto 

invernadero compatible, con una probabilidad determinada, con un objetivo de 

temperatura. 

RED III. Directiva (UE) 2023/2413 sobre el fomento del uso de energía procedente de 

fuentes renovables. 

Riesgo serio y plausible. Estándar probatorio que exige la acreditación de un riesgo 

grave, no especulativo y técnicamente plausible a la luz de la evidencia disponible. 

Suficiencia. Criterio MCC-PC que exige que la senda presupuestaria sea coherente con 

la meta legal y con un escenario compatible con 1,5 °C. 

Sumideros / remociones. Procesos naturales o tecnológicos que retiran emisiones de la 

atmósfera; su contabilidad debe ser conservadora y verificable. 

TEDH. Tribunal Europeo de Derechos Humanos; órgano jurisdiccional del Consejo de 

Europa garante del Convenio Europeo de Derechos Humanos. 

Trayectoria. Senda temporal de emisiones que conecta el nivel actual con la meta 

agregada legalmente establecida. 

UNEP. Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente; autor del informe 

anual Emissions Gap Report. 



80 

 

Anexo IV. Nota metodológica (checklist) 

Finalidad: explicitar los supuestos mínimos, la trazabilidad y consistencia probatoria, y 

el manejo de la incertidumbre y la precaución en la aplicación de la MCC-PC. Esta nota 

es complementaria al Capítulo 1 del TFM. 

IV.1. Supuestos mínimos 

• Las metas legales (UE y nacionales) se toman como referencia normativa; los 

rangos del IPCC y los informes UNEP/IEA, como base científica aceptada y no 

normativa. 

• La aplicación de la MCC-PC no exige al juez fijar cifras concretas; se limita a 

verificar la coherencia entre metas, trayectorias e instrumentos. 

• La elección de instrumentos permanece en el legislador y el ejecutivo; el control 

judicial respeta el margen de configuración política. 

IV.2. Trazabilidad y consistencia probatoria 

• Las fuentes utilizadas deben ser públicas, identificables y verificables (inventarios 

oficiales, proyecciones, planes y evaluaciones). 

• La consistencia se verifica mediante triangulación de fuentes: inventarios, 

proyecciones independientes e informes científicos. 

• Las eventuales discrepancias entre fuentes se abordan en términos de plausibilidad 

razonada, no de verdad técnica única. 

IV.3. Incertidumbre y precaución 

• La incertidumbre científica razonable no exime de actuar: el principio de 

precaución legitima la acción anticipada y desplaza parcialmente la carga de 

justificación. 

• Las contabilidades de sumideros y remociones se tratan con prudencia 

conservadora y se sujetan a verificación periódica. 

• La sustitución de mitigación efectiva por remociones futuras inciertas se considera 

señal de alerta que activa escrutinio intenso. 

IV.4. Checklist de aplicación 

• ¿Se han identificado las metas legales aplicables (UE, nacional)? 

• ¿Se ha cuantificado la brecha de implementación con fuentes trazables? 

• ¿Se ha verificado la cobertura sectorial vinculante? 

• ¿Se ha analizado la distribución temporal del esfuerzo (pre/post 2030)? 

• ¿Se han identificado señales de alerta (regresión, diferimiento, incoherencia, 

contabilidad imprudente de remociones)? 

• ¿Se ha graduado el remedio en función del déficit dominante (Anexo V)



  

Anexo V. Hoja de decisión remedial (árbol mínimo) 

Finalidad: orientar la elección del remedio según el tipo de déficit dominante. Uso: identificar el déficit, responder la pregunta de decisión y 

aplicar el remedio inicial; escalar solo si el déficit persiste, respetando las salvaguardas.    

Déficit dominante Pregunta de decisión Remedio inicial Escalada (si persiste) Salvaguardas 

Procedimental • ¿Hay déficit de 

transparencia, motivación o 

evaluación verificable? 

• Mandato de subsanación 

procedimental. 

• Reapertura del trámite 

con publicidad reforzada. 

• Suspensión cautelar de 

la decisión hasta 

cumplimiento. 

• Reserva de jurisdicción 

para control ulterior. 

• Plazo razonable y 

proporcionado. 

• Respeto del margen de 

configuración política. 

Material • ¿La senda es 

manifiestamente 

insuficiente frente a la 

meta legal y a la evidencia 

científica disponible? 

• Mandato de revisión de 

la planificación con hitos 

verificables. 

• Obligación de cuantificar 

la brecha y plan de 

cierre. 

• Piso de resultado 

acotado en supuestos 

excepcionales 

debidamente 

motivados. 

• Control judicial 

periódico de 

cumplimiento. 

• No sustitución del 

legislador en la elección 

de medios. 

• Deferencia técnica en 

escenarios de 

incertidumbre razonable. 
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Déficit dominante Pregunta de decisión Remedio inicial Escalada (si persiste) Salvaguardas 

Intergeneracional • ¿Se difieren cargas 

desproporcionadas más allá 

del horizonte legal? 

• Mandato de concreción 

temporal post-horizonte. 

• Exigencia de hitos 

intermedios verificables. 

• Revisión estructural de 

la planificación de 

largo plazo. 

• Cláusulas de revisión 

periódica obligatoria. 

• Proporcionalidad 

intertemporal. 

• Preservación de la 

libertad de configuración 

futura. 

Regresión • ¿La modificación reduce el 

nivel de protección sin 

justificación cualificada? 

• Inaplicación o anulación 

de la medida regresiva. 

• Restablecimiento de la 

senda anterior. 

• Obligación de 

compensación 

equivalente verificable. 

• Control reforzado 

sobre futuras 

modificaciones. 

• Admisión excepcional 

con motivación 

cualificada. 

• Respeto a la reserva de 

ley y a la separación de 

poderes. 

Alineado con el Capítulo 6 del TFM y con el estándar del TEDH (Verein KlimaSeniorinnen, 2024) sobre obligaciones positivas de marco. 

Referencias cruzadas: Capítulos 7 (encaje UE/España) y 8 (conclusiones). 

  

 


